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I. ASISTENCIA

 

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (104)

 

Acuña Cisternas, Mario

Aguiló Melo, Sergio

Alvarado Andrade, Claudio

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro

Allende Bussi, Isabel

Arancibia Calderón, Armando

Ascencio Mansilla, Gabriel

Ávila Contreras, Nelson

Aylwin Azócar, Andrés

Aylwin Oyarzún, Mariana

Balbontín Arteaga, Ignacio

Bartolucci Johnston, Francisco

Bombal Otaegui, Carlos

Caminondo Sáez, Carlos

Cantero Ojeda, Carlos

Cardemil Herrera, Alberto

Ceroni Fuentes, Guillermo

Coloma Correa, Juan Antonio

Correa De la Cerda, Sergio

Cristi Marfil, María Angélica

Chadwick Piñera, Andrés

De la Maza Maillet, Iván

Dupré Silva, Carlos

Elgueta Barrientos, Sergio

Elizalde Hevia, Ramón

Encina Moriamez, Francisco

Errázuriz Eguiguren, Maximiano

Escalona Medina, Camilo

Espina Otero, Alberto

Estévez Valencia, Jaime

Fantuzzi Hernández, Ángel

Ferrada, Valenzuela, Luis Valentín

Fuentealba Vildósola, Renán

Gajardo Chacón, Rubén

Galilea Vidaurre, José Antonio

García García, René Manuel

García Ruminot, José

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

Girardi Lavín, Guido

Gutiérrez Román, Homero

Hamuy Berr, Mario

Hernández Saffirio, Miguel

Huenchumilla Jaramillo, Francisco

Hurtado Ruiz-Tagle, José María

Jara Wolf, Octavio

Jürgensen Caesar, Harry

Karelovic Vrandecic, Vicente

Kuschel Silva, Carlos Ignacio

Leay Morán, Cristián

León Ramírez, Roberto

Letelier Norambuena, Felipe

Longton Guerrero, Arturo

Longueira Montes, Pablo

Luksic Sandoval, Zarko

Makluf Campos, José

Martínez Labbé, Rosauro

Masferrer Pellizzari, Juan

Matthei Fornet, Evelyn

Melero Abaroa, Patricio

Montes Cisternas, Carlos

Moreira Barros, Iván

Munizaga Rodríguez, Eugenio

Muñoz Aburto, Pedro

Naranjo Ortiz, Jaime

Navarro Brain, Alejandro

Ojeda Uribe, Sergio

Orpis Bouchón, Jaime

Ortiz Novoa, José Miguel

Palma Irarrázaval, Andrés

Palma Irarrázaval, Joaquín

Paya Mira, Darío

Pérez Opazo, Ramón

Pérez Varela, Víctor

Pizarro Soto, Jorge

Pollarolo Villa, Fanny

Prokuriça Prokuriça, Baldo

Rebolledo Leyton, Romy

Reyes Alvarado, Víctor

Ribera Neumann, Teodoro

Rocha Manrique, Jaime

Rodríguez Cataldo, Claudio

Saa Díaz, María Antonieta

Sabag Castillo, Hosain

Salas De la Fuente, Edmundo

Seguel Molina, Rodolfo

Silva Ortiz, Exequiel

Solís Cabezas, Valentín

Sota Barros, Vicente

Taladriz García, Juan Enrique

Tohá González, Isidoro

Tuma Zedan, Eugenio

Ulloa Aguillón, Jorge

Urrutia Ávila, Raúl

Urrutia Cárdenas, Salvador

Valcarce Medina, Carlos

Valenzuela Herrera, Felipe

Vargas Lyng, Alfonso

Venegas Rubio, Samuel

Viera-Gallo Quesney, José Antonio

Vilches Guzmán, Carlos

Villegas González, Erick

Villouta Concha, Edmundo

Walker Prieto, Ignacio

Zambrano Opazo, Héctor

 

 

-Con permiso constitucional estuvo ausente el Diputado

señor Osvaldo Vega.

 

-Asistieron, además, los Ministros: del Trabajo y

Previsión Social, señor Jorge Arrate, y de la Secretaría

General de la Presidencia, señor Juan Villarzú.

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

-Se abrió la sesión a las 10.39 horas.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el nombre de Dios y

de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El acta de la sesión

35ª se declara aprobada por no haber sido objeto de

observaciones.

El acta de la sesión 36ª queda a disposición de los

señores Diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Prosecretario

va a dar lectura a la Cuenta.

 

-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental) da

lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

 

PERMISO CONSTITUCIONAL.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- ¿Ha-bría acuerdo de la

Sala para conceder el permiso constitucional pedido por la

Diputada señora María Angélica Cristi para ausentarse del

país por un plazo superior a 30 días, a contar del 5 del

mes en curso?

 

Acordado.

 

 

V. HOMENAJE.

 

HOMENAJE AL EX DIPUTADO SALVADOR CORREA LARRAÍN.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde rendir

homenaje al ex Diputado señor Salvador Correa Larraín,

recientemente fallecido.

En este homenaje nos acompañan, en la tribuna de

honor, la señora Mabel Reymond viuda de Correa, junto a sus

hijos, familiares y amigos, a quienes saludamos.

Tiene la palabra el Diputado señor Bombal.

 

El señor BOMBAL (de pie).- Señor Presidente, señora

Mabel Reymond de Correa, distinguida familia:

Precisamente hoy, un día de mucho recuerdo para don

Salvador Correa, como es el aniversario de la Batalla de

Rancagua y las fiestas que en esa ciudad se celebran,

coincide con el homenaje que le rinde la Corporación a este

hombre que amaba mucho la historia.

Reconocido en esta Cámara entre sus pares, y en el

ambiente político de la época, como un gran

constitucionalista, sin ser abogado, don Salvador Correa

Larraín, agricultor de oficio, agrónomo de profesión,

durante un espacio de veinte años, por cinco períodos

parlamentarios, representó en la Cámara de Diputados -entre

1941 y 1965- la circunscripción electoral de Rancagua,

Cachapoal, Caupolicán y San Vicente, parte de la actual

Sexta Región del país.

Múltiples testimonios, recabados a instancias de este

homenaje, dan cuenta de un modo elocuente de las

inigualables cualidades que pudimos apreciar en él quienes

le conocimos algún tiempo después de su notable actuación

parlamentaria.

Tanto en su vida personal como política, don Salvador

Correa, un hombre introvertido, alegre y entusiasta,

discreto y bondadoso, dio testimonio de profundas

convicciones morales y humanas que animaron su recia

personalidad con idéntica lucidez hasta el último instante

de su vida, después de 85 años de fructífera existencia

entre nosotros.

Si justo y merecido es este homenaje que el Congreso

Nacional reserva a quienes el pueblo un día los eligió, más

todavía lo es en este caso, cuando rendimos este tributo a

un hombre que, durante cinco períodos parlamentarios, fue

electo por una comunidad que confió en su capacidad, se

apoyó en su talento y le reconoció sus méritos como

servidor público de excepción.

Don Salvador Correa Larraín, antes que todo, fue un

hombre de convicciones muy profundas; en él no cabían

dobleces. Muy joven abraza los ideales del Partido

Conservador, presidiendo su juventud y ocupando destacados

cargos en dicha colectividad, imbuido de ese espíritu noble

y patriota que le legaran sus antepasados, forjadores de

nuestra riqueza republicana y de aquellos prohombres que

dieron vida y forma a nuestro Estado y a sus instituciones

democráticas.

Conocedor del alma campesina, amante de nuestras

mejores tradiciones arrancadas de la tierra, se erigió en

este Parlamento, a muy temprana edad, como un genuino

representante de lo mejor del agro chileno. En su momento,

fue el Diputado más joven de esta Corporación.

En su dilatada trayectoria pública, el pilar más

preciado de toda su actuación estuvo constituido por la

solidez de su hogar, y levantó el valor de la familia como

piedra angular de todo su actuar en política.

Destaco esta mañana esta cualidad, porque en los

tiempos que corren ya no resulta fácil que todos

coincidamos en que la verdadera familia es aquella formada

por un hombre y por una mujer, con hijos nacidos de un

mismo amor en la realidad indisoluble del matrimonio. Si

bien reconocemos que el mundo vive la crisis de un fin de

siglo agobiado por guerras y destrucción, levantamos

también nuestra voz, motivados por ejemplos como el de don

Salvador Correa, para volver a proclamar, desde esta

instancia legislativa, el valor imperecedero de la familia

como el lugar donde se guarda viva la memoria de un pueblo

y de la humanidad entera.

La presencia de su señora en las tribunas, doña Mabel

Reymond de Correa, de sus hijos, nietos, bisnietos y de

toda su familia, constituye una muestra elocuente de la

mejor herencia dejada por don Salvador, la que con orgullo

han proclamado sus nietos en la hora postrera.

Hombre orgulloso de su patria, gran conocedor de la

historia de Chile, nuestro homenajeado fue un batallador

incansable y tenaz.

Desde la particular visión de la realidad que anima a

los hombres del campo, asumió la tarea legislativa con

singular originalidad. Resistió con tolerancia las críticas

políticas y se destacó como un hombre conciliador, que

sabía afinar las legítimas discrepancias, aun en momentos

críticos que más de una vez remecieron los escenarios

políticos nacionales de su tiempo.

Fue un gran gran conocedor de las finanzas públicas.

Podríamos decir -como algunos lo anticiparon en su homenaje

fúnebre- que fue un economista y precursor de los

movimientos modernos en la economía contemporánea.

Llegados los tiempos en que la demagogia arreció la

propiedad privada, cuando ésta dejó de ser reconocida como

un fundamento de nuestra democracia, de nuestra sociedad,

levantó con energía su voz, al tiempo que soportaba, en

actitud viril y combativa, los embates de una reforma

agraria que tomaba para el Estado la propiedad de los

particulares.

El correr de los años dejó la huella de una

transformación que, lejos de llevar más producción a los

campos chilenos, condujo a su empobrecimiento y a su

letargo. Don Salvador entonces lo advirtió, sin que sus

vaticinios fueran acogidos por una mayoría que se diluyó

más tarde, y que ahora, de regreso en el poder, a Dios

gracias entendió que no podían repetirse semejantes errores

históricos.

En su paso por la Cámara, integró las Comisiones de

Vías y Obras, Trabajo y Legislación Social, Asistencia

Médico-Social e Higiene, Gobierno Interior y Hacienda,

Agricultura y Colonización. Promovió la ley que permitió

construir la central hidroeléctrica de Rapel, la ley que

permitió instalarse al municipio de Rengo en su actual

inmueble, al igual que la cesión de los terrenos al

obispado de Rancagua, participando en múltiples iniciativas

legales que favorecieron la consolidación del centro

cuprífero de Sewell, en el mineral de El Teniente.

En unos momentos más, el Diputado de la zona, don Juan

Masferrer, con mayor elocuencia se referirá a su labor

legislativa y a las obras realizadas en la zona.

Entre sus preocupaciones más relevantes, se destaca el

impulso que dio a la conformación de sociedades

cooperativas en el agro, así como sus mociones orientadas a

salvaguardar los derechos previsionales de los

trabajadores, su preocupación por las comunidades

indígenas, sus desvelos por obtener incentivos para el

mejoramiento de sueldos al magisterio y su visionaria

percepción del manejo tributario que debía darse a los

terrenos de secano para desarrollar las inversiones en

riego que permitieran, más tarde, incorporar suelos

infértiles a la producción agrícola.

La educación fue otra de sus grandes preferencias. A

instancias de este homenaje, el intendente de Cachapoal y

Rancagua, en tiempos del presidente Jorge Alessandri, don

Alejandro García-Huidobro, padre de nuestro estimado colega

que lleva su nombre, me señalaba que junto al Diputado

señor Correa eran frecuentes los recorridos por cada una de

las escuelas rurales en la región, las mismas que él había

contribuido a levantar y en las que siempre fue reconocido

como un benefactor y como un protector.

Para el Diputado señor Correa la educación constituía

la piedra angular del desarrollo de nuestra nación. Por lo

mismo, a ella consagró buena parte de sus energías con esa

dedicación tan propia de los hombres sabios que, con

sentido de patria -como don Salvador-, dejan obras

concretas en los ámbitos que perduran y en los escenarios

que se multiplican.

San Vicente fue su gran pasión. Hijo predilecto de esa

tierra, a ella y a su gente dedicó la obra literaria

"Leyendas de Tagua-Tagua", en la que junto con describir

las maravillas del campo y de su paisaje, y especialmente

de sus árboles a los que amaba profundamente y de los que

era gran conocedor, entremezcló vivencias y cantares que le

recordaban, hasta su muerte, los apacibles y también

agitados días de la vida en el campo de San Vicente,

vivencias todas que, inclusive, plasmó en la tela, cuando

decidió incursionar en la pintura, como otra expresión de

su alma refinada y culta.

Es cierto que han transcurrido los años y que esa

sociedad más quieta que era nuestro Chile de ayer ahora

vive la agitación de un mundo globalizado, como algunos lo

llaman. Es cierto, también, que nuestro campo ya no es el

mismo de ayer.

También la política la hacemos de un modo diferente.

No en vano en nuestro país han ocurrido hechos que

cambiaron, para bien, el curso de su historia. Pero, aun

así, de cara al mundo, y cuando ahora nuestra economía se

prepara para abrazar mercados que ni siquiera logramos

dimensionar, no dejan de estar vigentes los testimonios de

vida como la de don Tito Correa, que desde la eternidad

ahora nos convoca, junto a sus grandes amigos de entonces,

el Senador Juan Antonio Coloma, Fernando Aldunate, Jaime

Eyzaguirre y también Jaime Guzmán, su amigo, a seguir en

esta cruzada que atravesamos, llamándonos a ser

consecuentes con nuestros ideales, fieles en nuestra fe,

amantes de la patria y continuadores de tradiciones que no

se extinguen.

Nuestro movimiento político reconoce nombres de la

estatura moral de don Salvador Correa Larraín, grandes

forjadores de nuestra nacionalidad.

Quienes desde este Parlamento estamos abriendo camino

a una Derecha que seguirá creciendo de cara al siglo XXI,

renovamos nuestra admiración y nuestro respeto hacia

quienes, habiendo compartido en vida nuestras mismas ideas,

nos impulsan con su ejemplo, marcándonos una ruta cuyo

único norte y límite es Chile y la grandeza de su pueblo.

Una última reflexión. Don Salvador Correa, si fue fiel

a su familia, a su patria y a quienes sirvió desde su vida

pública, lo fue porque, antes que todo y que nadie,

reconoció a Dios como su único Señor. De ahí que ahora su

familia, y muy especialmente la compañera de toda su vida,

por espacio de cincuenta y cuatro años, tiene la serenidad

junto a sus hijos, nietos y bisnietos, esa serenidad que

brota silenciosamente de la certeza de una eternidad que,

por sus méritos y por su fe, don Salvador ya alcanzó

definitivamente.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Cardemil

 

El señor CARDEMIL (de pie).- Señor Presidente, Sus

Señorías, me corresponde el grato honor de rendir en éste,

que fuera su hemiciclo, un homenaje en memoria del

Diputado, por cinco períodos, desde 1941 a 1965, por la

novena circunscripción, que entonces, en la antigua

división político-administrativa del país, incluía los

departamentos de Rancagua, Caupolicán, Cachapoal y San

Vicente, el cuerpo y el espíritu de la profunda tierra de

O'Higgins, militar, minera y labradora.

Don Salvador Correa Larraín nació el 11 de julio de

1911, y fue hijo de don Salvador Correa y de doña Inés

Larraín.

Cursó brillantes estudios en el colegio de "Los

Sagrados Corazones", de Santiago, y en la Facultad de

Agronomía de la Universidad Católica de Chile.

De prosapia ilustre y, por ende, vástago de una

familia distinguida en el servicio público desde la

fundación de la República en los valores rectores de la

austeridad, la honradez y la laboriosidad, ingresó al

Partido Conservador, donde fue presidente de la juventud,

director general del mismo y Diputado.

En este último cargo parlamentario fue integrante

alternativamente y en diferentes legislaturas ordinarias y

extraordinarias, de las Comisiones de Trabajo y Legislación

Social, Asistencia Médico-Social e Higiene, Obras Públicas

y Vías de Comunicación, Hacienda y Gobierno Interior.

Su labor parlamentaria fue amplia, sólida, profunda,

fructífera, quizás porque nunca privilegió los asuntos

políticos propiamente tales -es decir, la abstracción-,

sino las materias científicas y técnicas -o sea, lo

concreto-, siempre más a gusto con su preocupación social y

profesional.

Fue así informante de numerosos proyectos y

normalmente intervenía con eficacia y clara inteligencia en

materias relativas a la situación profesional y económica

de las Fuerzas Armadas y Carabineros; en temas sociales y

habitacionales; en cuestiones sobre vías de comunicación y

ferrocarriles, y en problemas relativos a las zonas

extremas del país, especialmente Aisén y Magallanes.

Sin embargo, su preocupación por lo económico y social

no debe apartarnos del hecho de que don Tito fue un

conservador decidido, pese a que los avatares de la

colectividad y de la historia de Chile lo llevaron a usar

tres denominaciones distintas en una militancia y doctrina

unívocas. Así, siendo fiel a los principios del Partido

Conservador, fue sucesivamente conservador, conservador

tradicionalista y conservador unido. Lo que explica esta

aparente variedad de adhesiones y el hecho de que ellas no

fueron tales, dado que nunca don Tito se cambió de partido,

fue su extraordinaria fidelidad doctrinaria. Sí, fidelidad,

coherencia, consistencia interna, producto tan escaso en la

política moderna, preocupada siempre de figurar a la moda

en las opiniones, acomodándose a la encuesta y al

espectáculo comunicacional. Sí, fidelidad doctrinaria que

se aparta por igual del ideologismo que enceguece y del

pragmatismo que aliena y que, por lo tanto, se afinca en el

cultivo de valores, principios, medios y fines propios de

una actividad política considerada como una rama de la

ética social y cuyo objetivo final es el bien común.

Don Salvador Correa entendió que los vientos

ideológicos propios de las décadas que sucederían a la de

1950, trastornaban la política chilena. Por ello defendió

con realismo, en una notable intervención parlamentaria, la

obra de los partidos históricos en Chile, aludiendo, sin

duda, a los postulados revolucionarios que, semejando

modernas panaceas, comenzaban a ofrecer, a partir de esos

años, con carácter de utopías totalitarias, globalizantes

en el lenguaje de don Mario Góngora, algunos políticos y

colectividades entonces emergentes.

Por ello, cuando el Partido Conservador enfrentó la

escisión por apoyar la Ley de Defensa de la Democracia, fue

de aquellos que reiteraron la necesidad de salvaguardar la

libertad democrática con claridad de fines y medios,

consciente de que el objetivo final de un sistema de

gobierno es el bien común y que, por lo tanto, la

democracia es un medio al servicio de ese interés general.

En esta materia, no transigió con la directiva del partido

y defendió con ardor la necesidad de esa norma legal. De

aquel hecho provino la escisión entre socialcristianos y

tradicionalistas, que llevaba a don Tito, acompañando a

estos últimos, a una situación de rebeldía, a la vera del

camino, mientras la directiva impugnaba la ley y la

colaboración con el gobierno.

Pero don Salvador Correa persistió. Ocupó puestos en

el ala disidente, que cultivaba el corazón de la

militancia, e insistió en sus posturas. Siempre leal,

siempre modesto, pero siempre constante e inclaudicable.

Con ello, no sólo retuvo cargos parlamentarios entre

1953 y 1957, sino que, además, vio el triunfo de los

tradicionalistas y la reunificación bajo los principios de

siempre, en un partido que recibió el nombre de Conservador

Unido.

Suscribía don Tito -y podría perfectamente haberlas

dicho- las palabras que su correligionario, don José Ramón

Gutiérrez, pronunció en enero de 1953, cuando, con motivo

de la reunificación de las huestes, expresó:

"La única política que resultaría fatal es aquella que

conduce a confundir y olvidar tradiciones, a trueque de

conseguir una popularidad efímera o cobarde."

En un lugar destacado de este mismo evento, estaba el

diputado.

En verdad -y esto ya puede decirse en un homenaje como

éste que reviste carácter histórico-, en la actitud de la

directiva oficialista, conservadora de ese entonces, se

escondía el temor de cierta derecha a sus propias ideas.

A raíz de esta pérdida de ruta, muchas veces aparecían

intentando ser más socialcristianos que los falangistas,

terminando por infiltrar a sus propias bases de ideales

ajenos. Incluso, algunos de esos dirigentes terminaron

engrosando las filas del Partido Demócrata Cristiano, que

se fundaría en 1957.

Don Salvador Correa terminó su carrera política en las

elecciones de 1966, cuando los Partidos Conservador y

Liberal perdieron toda proyección electoral. Lo que vino

después para la Derecha fue la reconstitución y la

resurrección electoral con la constitución del Partido

Nacional, en 1966, que ya es parte de una historia

distinta; pero que, en definitiva, dio razón a las

intuiciones y a las batallas que libró el diputado Correa.

Don Salvador representó a la Novena Agrupación

territorial con un criterio técnico y, a la vez, de

definida vocación política. Cuando se estudian sus

intervenciones, uno se percata de la cantidad de materias

que trataban directamente de la vida cotidiana, del estado

de los sueldos de la administración pública, del traspaso

de inmuebles, de la vigilancia sobre los bienes del Fisco.

El señor Correa buscaba soluciones concretas. En ello,

quizás, incidía su experiencia de director de la Asamblea

de Agricultores de la provincia de O’Higgins y de director

del diario La Región de San Vicente, donde siempre tuvo en

mente los problemas locales.

Su conservantismo no fue de teorías, sino de sentido

común, aunque su basamento último era y fue el catolicismo,

sus valores morales y fundamentos éticos.

Por otra parte, nunca abandonó sus intereses más

particulares. Don Tito siempre estaba más cómodo en

materias técnicas, especialmente en la Comisión de

Agricultura, donde podía aplicar sus conocimientos de

agrónomo.

Sin duda, el diputado Salvador Correa Larraín

representó con grandeza y acierto un estilo de hacer

política, altamente representativo de un trozo de gran

historia nacional. Practicaba un estilo sobrio, sin

aderezos, técnicamente fundado, realista. Reconocía una

estirpe, una herencia histórica y un basamento moral y

filosófico, a partir del cual razonaba.

No fue un político ideólogo, pero cuando se expusieron

sus convicciones en épocas difíciles, respondió con

fidelidad a sus ideales, demostrando cuánto se diferencia

la posición de una doctrina de la militancia ideológica o

del simple y puro, y por contraste, brutal pragmatismo.

Por ello, nos parece que se podría aplicar a don

Salvador un juicio que he deslizado en un documento

titulado "Globalización y nacionalidad": "Influye hoy en

día, como ayer, en vez del acervo cultural y moral de

nuestra constitución histórica la obcecación permisiva de

la moda. Esta es la tentación de la seudomodernización que

nos aleja del estilo de vida chileno, de sus verdaderos

problemas y desafíos reales y nos adentra de lleno en los

vericuetos de la ideología y sus pretendidos remedios."

En su sana resistencia al ideologismo, don Salvador

Correa Larraín era, además, fiel exponente de la vieja

guardia del parlamentarismo chileno, toda vez que la

entereza y la confianza en la palabra de los amigos y

adversarios, antes que en las fórmulas, la prudencia y el

actuar de la tradición, eran el eje de su actividad

concreta. Creía don Tito, como todo conservador, en la

reforma paulatina y evolutiva, en el cambio inspirado en la

historia, en la aspiración al orden conjugada con nuestra

voluntad de ser.

Por eso mismo, cuando ideas como el libre mercado eran

consideradas en esa época manifestaciones retrógradas de la

extrema derecha, los conservadores, como don Salvador

Correa, insistieron en ellas, aun cuando les reportaran

críticas y costos electorales. Hoy, en los umbrales de un

nuevo siglo, puede uno sorprenderse por la firmeza de este

hombre irreductible, convencido de que la historia al final

lo apoyará.

Señor Presidente, sin duda es una notable lealtad la

gran lección que a los parlamentarios de hoy nos prodiga

desde la distancia don Salvador Correa Larraín, a quien

rendimos hoy este justo, merecido y provechoso homenaje que

enaltece sus grandes valores, como ejemplar padre de

familia, político consecuente, esforzado hombre de trabajo

y patriota ejemplar.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Viera-Gallo.

 

El señor VIERA-GALLO (de pie).- Señor Presidente,

estimados colegas, hoy rendimos un sentido homenaje en

memoria de don Salvador Correa Larraín. Hombre cabal y

honesto, a quien le tocó vivir en una época tormentosa de

la vida nacional y mundial. Fue elegido parlamentario por

la provincia, entonces, de O’Higgins, justo en los momentos

en que la humanidad sufría la Segunda Guerra Mundial.

Representó al agro chileno desde el ideario

socialcristiano reflejado muy bien por el Partido

Conservador.

La primera reflexión que cabe hacerse es cuán distante

aparece el Chile de esa época del de hoy. Sin embargo, en

la vida y función pública de don Salvador Correa podemos

reconocer valores permanentes, que más allá de los avatares

políticos, de las transformaciones sociales y económicas,

llegan hasta nuestros días y que deberíamos resaltar y

recordar.

No me corresponde hacer un análisis de la trayectoria

del Partido Conservador en el cual militó don Salvador

Correa. Fue parlamentario durante los gobiernos radicales,

del General Carlos Ibáñez, de don Jorge Alessandri y, por

último, de don Eduardo Frei Montalva. Y como aquí se ha

recordado, defendió siempre un ideario con coherencia,

coraje y valentía.

Muchas veces me he preguntado en qué consiste

verdaderamente ser conservador, porque hoy no existen, en

la vida pública, agrupaciones políticas, como las hubo en

el tiempo del Partido Conservador, que con claridad,

nitidez y transparencia expresen ese pensamiento político.

Muchos de sus militantes, por la transformaciones de la

vida del país, hoy se encuentran en distintos partidos

políticos, sobre todo, por cierto, en los dos grandes

partidos de la derecha chilena.

Muchas veces, al preguntarse en qué consiste ser

conservador consecuente, y observar a personas de nuestra

época y conocer trayectorias como la de don Salvador

Correa, se piensa que si algo define ese pensamiento es

cierta desconfianza hacia ideales abstractos y la búsqueda

del bien a través de obras concretas. En ese sentido, don

Salvador Correa fue un conservador cabal.

Quiero destacar, en esta mañana, su profundo sentido

social, su vocación de servicio al país y su coherencia

política.

La memoria de los hombres -y también, por cierto, la

de los hombres públicos- es fugaz. La historia pasa en

forma tan irremisible, que va borrando casi todo lo que

ocurre y, muchas veces, los grandes valores y actitudes

requieren ser recordados para que no se los lleve el viento

de la historia. Si pensamos que de los 800 años de

ocupación árabe, en España, no hay más de dos páginas en

los libros de historia escolares, ¿qué quedará para la

historia de nuestro país cuando pase el tiempo? Por eso es

justo que hagamos un alto en nuestro trabajo y recordemos a

parlamentarios que, como don Salvador Correa, desde

idearios muy distintos, pero que adquieren otra dimensión

con el transcurso del tiempo, dedicaron su vida al servicio

de Chile.

Ante el misterio de la muerte, creo que nuestro mejor

homenaje es el silencio.

He dicho.

 

-Aplausos

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Mario Hamuy.

El señor HAMUY (de pie).- Señor Presidente, honorables

colegas:

Hoy, en este hemiciclo rendimos homenaje al recordado

y destacado ex parlamentario don Salvador Correa Larraín,

recientemente fallecido, con quien tuve el honor de

compartir dos períodos: en 1957 y el primer período de la

década de los 60.

Sin duda, en las tierras del Libertador Bernardo

O’Higgins existe, en estos momentos, hondo pesar ante la

pérdida de este querido hombre público, que representó en

esta Corporación a Rancagua, Caupolicán, Cachapoal y San

Vicente durante cinco períodos, es decir, veinte años.

Su larga trayectoria en el Parlamento fue fruto del

reconocimiento de la ciudadanía por su constante labor en

beneficio de la comunidad.

Salvador Correa fue testigo de los profundos cambios

que se produjeron en Chile entre las décadas de los años 40

y 60. Participó activamente en muchos de los

trascendentales adelantos que se generaron en esos años en

favor del país.

En su primer período parlamentario le tocó vivir la

época de los gobiernos radicales, tiempos de

industrialización del país, en que ya se anunciaba un claro

ascenso de la clase media en la vida pública.

En su accionar político, el diputado Correa Larraín se

caracterizó por apoyar, siempre, todas las iniciativas de

bien público, particulamente las relacionadas con el mundo

agrícola, haciendo honor a su calidad de buen agricultor.

En esos años impulsó también con entusiasmo los proyectos

de electrificación nacional y los programas de desarrollo y

fomento de la producción, entre muchos otros de importancia

para el país.

Junto con ser un destacado dirigente político como

representante de una zona agrícola, siempre estuvo ligado a

las organizaciones sociales, especialmente a los

campesinos, a las mujeres y a los jóvenes.

No podemos dejar de señalar que en una época marcada

por fuertes cambios sociales y el advenimiento de la clase

media a la conducción política del país, Salvador Correa

Larraín fue un activo y destacado dirigente del Partido

Conservador. Su voz en el Parlamento era la de un tribuno y

sus discursos siempre tocaban profundamente los cambios

políticos, económicos y sociales de la época. Sin duda, el

apoyo brindado permanentemente por la ciudadanía al

reelegirlo en cinco oportunidades, respondía a su

permanente interés por los problemas de la gente, siendo

reconocido como un guía defensor de los grandes intereses

nacionales, más allá de sus concepciones doctrinarias.

En la Cámara de Diputados fue un destacado miembro de

diversas comisiones de trabajo legislativo, como también

impulsor y gestor de un sinnúmero de iniciativas legales en

beneficio del país, muchas de las cuales se transformaron

posteriormente en leyes de la República.

Tan extensa actividad llevó a Salvador Correa a vivir

con fuerza los cambios de la década del 60, y fue testigo,

una vez más, de los nuevos cambios sociales y políticos; en

esa oportunidad, con el advenimiento al poder del

Presidente Eduardo Frei Montalva y el proceso de

confrontación ideológica que culminaría años después.

En toda su vida de hombre público, Salvador Correa

Larraín, de quien -reitero- fui colega en el Parlamento en

los años 60 principalmente, fue siempre ejemplo de rectitud

y de hondos valores éticos y firme convicción democrática.

Su vasta experiencia y conocimiento de la política chilena

hacían que su participación en el Congreso Nacional siempre

fuese escuchada y seguida con respeto, siendo de gran valor

sus opiniones sobre el quehacer político del país.

He querido pronunciar estas palabras en un justo

homenaje a un hombre que se entregó a la Patria en forma

honesta.

Por eso, en nombre de la bancada de los diputados

democratacristianos hago llegar a su familia nuestro

profundo respeto y apoyo en esta hora de reflexión y dolor

por tan irreparable pérdida.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Juan Masferrer.

 

El señor MASFERRER (de pie).- Señor Presidente, como

miembro de la bancada de la Unión Demócrata Independiente y

parlamentario del distrito 34, deseo adherir al homenaje

que nuestra Corporación rinde hoy al ex Diputado don

Salvador Correa Larraín. Lo hago con el mayor aprecio y

admiración hacia su figura y como una forma de transmitir

en este hemiciclo el testimonio de los hombres y mujeres de

San Vicente de Tagua Tagua, de Peumo, Pichidegua, Las

Cabras, Rengo, Malloa, vale decir, de las principales

comunas de la provincia Cachapoal de la Sexta Región del

Libertador Bernardo O’Higgins.

En mi labor parlamentaria recorro permanentemente las

comunas que represento. Es una zona extensa geográficamente

y con gran cantidad de pequeñas localidades alrededor de

las cuales trata de sobrevivir una actividad agrícola

golpeada y deteriorada. La gente de mi distrito corresponde

a la imagen que el país tiene del hombre del campo: el

huaso chileno y la esforzada mujer de nuestra tierra. Ellos

no saben de dobleces ni de palabras solapadas. Tienen dos

virtudes invaluables en estos tiempos: dicen las cosas de

frente y agradecen de corazón la ayuda que reciben.

Por eso conozco la labor de don Salvador Correa

Larraín, porque esos hombres sinceros y leales no han

olvidado la preocupación que demostró por sus problemas,

por la agricultura, por las condiciones de vida del

trabajador agrícola y por el desarrollo de nuestra querida

zona.

Decía recién que en mi labor de parlamentario tengo

que hacer un gran esfuerzo para recorrer mi distrito y

llegar al mayor número de mis electores. Sin embargo, ¡qué

pequeño resulta lo que nosotros hacemos hoy cuando lo

comparamos con lo que hacían nuestros pares de hace 40 ó 50

años! ¡Cuánto más tendría que sacrificarme aún para

acercarme a lo que don Salvador Correa hacía con recursos

infinitamente menores!

Pero la Sexta Región no sólo supo de la preocupación

que don Salvador tenía por el mundo agrícola, pues también

fue un gran conocedor de los problemas de la gran minería

del cobre y de sus trabajadores.

Cuando me enteré de su fallecimiento y del homenaje

que nuestra Cámara le rendiría, busqué alguna de sus

intervenciones para repasar su labor parlamentaria

consignada en la historia fidedigna de nuestras actas.

Resulta extraordinario comprobar la lucidez de sus juicios

y la forma como se anticipó en conceptos importantísimos

para la vida económica del país.

En la sesión del 5 de febrero de 1958, decía don

Salvador Correa: "Chile posee grandes reservas de minerales

de cobre que son las mayores del mundo, y tiene mercados

prácticamente asegurados debido a sus bajos costos de

producción. Pero, para que esas reservas entren a producir

y salgan a los mercados internacionales constituyendo para

Chile una fuente de divisas y entradas, es indispensable

que existan los capitales necesarios para poder echar a

andar su explotación." Continuaba el señor Correa: "Debe-

mos realizar una política de acercamiento y no una política

hostil respecto de un país que nos puede aportar sus

capitales, porque sin capitales extranjeros nuestros países

no pueden surgir, pues carecemos de los recursos económicos

necesarios para promover nuestro progreso."

Afortunadamente, en el mundo de hoy se han superado

los viejos mitos del pasado respecto de la inversión

extranjera, que antes era considerada por vastos sectores

como una expresión del llamado imperialismo. Hoy los

índices de inversión extranjera son mostrados con

satisfacción y como un signo de éxito por todos los

gobiernos.

Pero, cómo no van a merecer nuestro homenaje y

reconocimiento hombres como don Salvador Correa Larraín

que, sin grandes estudios de economía, fueron capaces de

levantarse en defensa de estos sanos principios económicos

desde una posición muchas veces minoritaria y en un mundo

socializante que negaba las ventajas del modelo económico

fundado en la propiedad privada y en la libre iniciativa.

Su trabajo parlamentario se caracterizó por su

participación en las Comisiones de Agricultura, de Trabajo

y de Presupuesto, entre otras. En ellas volcó su pasión por

el mundo agrícola, su especial sensibilidad por los asuntos

sociales y su preocupación por los temas económicos. Fue un

militante activo y destacado del histórico Partido

Conservador, cuna de hombres patriotas, demócratas y

católicos, que intentaron durante toda su existencia

plasmar en la vida pública sus sólidos principios morales y

su viva fe católica.

Conocí a don Salvador Correa Larraín cuando ya estaba

en el ocaso de sus días.

Sin embargo, conservaba esa autoridad que no es propia

del poder ni de los cargos, sino que emana de la pureza

interior. Era ya un anciano respetable y respetado, de

trato fácil y de palabra clara. Se presentía en su

presencia su pasado de político y de hombre de Estado. Don

Salvador Correa era, en vida, parte de la historia de

nuestro país.

Quiero despedir a don Salvador Correa con las palabras

que él utilizó para homenajear, hace 52 años en nuestro

hemiciclo, a un grupo de trabajadores del cobre, fallecidos

en un accidente. Vayan para él sus propias palabras, que

hoy hacemos nuestras con todo nuestro aprecio y

sentimiento, en especial hacia su querida familia, a la que

enviamos desde aquí un abrazo sincero y cariñoso.

Dijo don Salvador: "Rendimos homenaje como cristianos,

como cristianos que sabemos que el único consuelo que puede

haber ante lo irreparable es el consuelo que llega al alma,

el consuelo del espíritu."

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Hurtado.

 

El señor HURTADO (de pie).- Señor Presidente,

honorables colegas, distinguida familia Correa Reymond:

En nombre de los Diputados de Renovación Nacional, me

corresponde hoy el alto honor de rendir homenaje en memoria

de don Salvador Correa Larraín.

Las palabras que expresaré a continuación encierran

los sentimientos de un amigo que admiró profundamente a don

Salvador Correa, a quien conoció hace muchos años, cuando

él compartía nuestros mismos afanes e inquietudes en esta

Honorable Cámara, desde las filas del Partido Conservador,

en las que también formaba estrechamente mi padre, Fernando

Hurtado Echeñique.

Distinguido agricultor de la zona de Colchagua y de

San Vicente de Tagua Tagua, manifestó desde su juventud los

impulsos por servir a la colectividad y al país, a través

de la difusión de los principios valóricos y patrióticos

que representaba en esos años el Partido Conservador, el

que encarnaba como ningún otro los ideales del

socialcristianismo, ideales que buscaban la justicia entre

todos, a través del desarrollo en nuestra comunidad y de

las enseñanzas prácticas del cristianismo vivido en

plenitud.

Fue presidente nacional de la juventud conservadora a

muy temprana edad. En 1941, llegó por primera vez a la

Cámara de Diputados, en representación de la agrupación de

O’Higgins. Fue tal la calidad de su desempeño

parlamentario, que fue reelegido sucesivamente en el mismo

cargo hasta culminar sus servicios públicos, en 1965; es

decir, por más de un cuarto de siglo tuvo la confianza de

los suyos, a los que siempre interpretó con lealtad y

desinterés.

En esta Cámara, su trabajo se distinguió

principalmente en el área de la economía, agricultura,

obras públicas e industria. Allí, en ese ambiente donde el

progreso se siente y experimenta más directamente, volcó su

inteligencia, su aporte y sus mejores esfuerzos

patrióticos. Siempre sirvió con abnegación a su partido.

Fue un conservador activo e inconmovible, testigo de una de

las épocas de más cambios y transformaciones de todo orden

que el país y su sociedad hayan experimentado. Fue testigo

de su tiempo y de los insondables cambios que remecieron al

pueblo chileno en esos años, en que una nueva realidad

cultural y social asomaba en el horizonte incierto de la

generación que nos precedió.

Don Tito Correa, por su estirpe, origen campesino,

condición de antiguo caballero chileno, fue un puente entre

una época muy distinta de la actual y la presente, y unió,

a pesar de las dificultades y vicisitudes que representaron

para todos nuestros padres, dos tiempos que podrían

describirse, desde muchos puntos de vista, como las

antípodas de una cultura nacional.

Compañero de don Juan Antonio Coloma, de don Francisco

Bulnes, de don Bernardo Larraín, de don Sergio Fernández y

de tantos otros chilenos ilustres que distinguieron su

jornada con grandes aportes al engrandecimiento de la

Patria; defendió siempre los intereses de la agricultura

nacional; dio a conocer las inmensas dificultades que,

desde siempre, se han presentado para hacer agricultura en

Chile, en un ambiente permanente de incomprensión de

quienes viven en las grandes ciudades y que

tradicionalmente han creído que nada es más fácil y holgado

que producir los alimentos con que se nutre el pueblo

chileno, desconociendo que esta faena, entre nosotros, ha

sido obra de pioneros. Por eso, se vinculó toda la vida a

los gremios de la agricultura, mantuvo periódicos

regionales a su costa y sacrificio, se empeñó en la

educación rural del campesinado para darle la estatura que

exigirían los nuevos tiempos y se mantuvo muy apegado a

ellos, como su dirigente y Diputado, para protegerlos y

representarlos con dignidad en esta asamblea de nuestra

democracia.

Hoy día, cuando el egoísmo y la indolencia por las

cosas del país se han apoderado de tantos, que parecen no

tener más vista y oídos sino para sus propios negocios y

asuntos personales, recordar a hombres señeros como don

Tito Correa es rendir culto al viejo concepto de

patriotismo, solidaridad y espíritu cristiano que

caracterizó a los ciudadanos en tiempos de nuestros padres.

Del campo, de la cultura campesina, estos hombres

habían traído la austeridad, sobriedad, modestia y

sencillez aprendidas junto a las vertientes de las aguas

limpias de nuestra cordillera de la costa; estos eran los

hombres que asimilaban la elegancia y la caballerosidad a

las expresiones de humildad y de modestia, sin jamás hacer

otra ostentación que no fuese su condición de viejos huasos

chilenos; éstos eran los hombres del campo chileno,

incapaces de distinguir clases u odiosas diferencias entre

los chilenos, porque, como debiera saberse, en nuestros

campos jamás se vivió ni reconoció este hecho como válido,

como nunca se asumió cuando los padres de estos ciudadanos,

como don Tito Correa, juntos hicieron la Guerra del

Pacífico o plantaron la mayor parte de los cimientos de la

sociedad actual.

Evocar a don Salvador Correa es rememorar otros

tiempos, otros valores, otras circunstancias, otra

sociedad, otra cultura. Eran los otros tiempos, eran otros

los hombres, exclama el poeta.

Por eso, por aquellos otros tiempos llenos de ideales

que impulsaban románticamente a los mayores sacrificios por

el sueño de la Patria, y por esos otros hombres llenos de

generosidad y de capacidad para darse por completo a la

ilusión de servir grandes ideales, elevo hoy mi modesta

palabra e inclino, respetuoso y adherente, mi cabeza frente

a la galería de honor que nos presenta hoy con su ejemplo.

Por su patriotismo, su desinterés y abnegación cívica; por

su sincero amor a los demás, y especialmente a las siempre

olvidadas personas de tierra adentro, una manta doñiguana

flamea en nuestras conciencias como bandera de sus

recuerdos que nunca traicionaron a Chile.

Señor Presidente, acepte la Honorable Cámara estas

palabras sencillas que brotan del corazón de un Diputado

que fue formado en la niñez, en la misma escuela de

patriotismo de sus antepasados, y acepte que con acento de

la Colchagua vieja, deje rodar el pesar en su sinceridad y

devoción, que sentimos todos los colchagüinos que amamos el

campo como él lo amó.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- De esta

manera, la Cámara de Diputados ha rendido homenaje en

memoria del ex Diputado señor Salvador Correa Larraín.

La Mesa de la Corporación adhiere al homenaje y

agradece la presencia de la señora Mabel Reymond viuda de

Correa, de sus hijos, de los familiares y de los amigos que

nos han acompañado desde la tribuna.

 

RÉPLICA A PUBLICACIONES DEL DIARIO "EL LLANQUIHUE".

Aplicación del artículo 34 del Reglamento.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Continuando

con la sesión, tiene la palabra el Diputado señor Exequiel

Silva para los efectos de hacer uso del derecho que le

confiere el artículo 34 del Reglamento.

 

El señor SILVA.- Señor Presidente, había pensado no

volver a hablar del tema y de la polémica que se suscitó

hace algunos días entre mi persona y el general Núñez. Sin

embargo, publicaciones aparecidas en el diario "El

Llanquihue", que recurren insistentemente a la fauna

selvática, me llevan a responder hoy en esta Cámara.

En este mismo ámbito selvático, que tanto gusta a

algunos, tuve la oportunidad, junto a mis hijos, de ver la

película titulada "El rey león". En ella, aparecía un león

querido y admirado por todos, que gobernaba la selva con

gran justicia y donde cada uno cumplía su papel sin odios.

Pero también había un león malo, que mató al buen león para

hacerse del poder. Una vez allí instalado, gobernó solo,

junto a la hienas, los animales más despreciables de la

selva, que aplaudían todo lo que él hacía, pues vivían y

depredaban a su antojo bajo su gobierno. Esta situación

sólo terminó cuando el resto de los animales fue capaz de

organizarse para terminar con el león malo y expulsar a las

hienas que vivían bajo su amparo, al lugar que les

correspondía.

Señor Presidente, ¡qué irónico es escuchar a algunos

hablar de reconciliación, cuando todos sabemos que los

gestos en ese sentido han sido, en su gran mayoría,

unilaterales! Muchas veces he escuchado a los dirigentes de

los partidos de la Concertación reconocer sus errores y

hacer un mea culpa público sobre las responsabilidades que

les cupieron en el quiebre institucional.

¡Cómo no emocionarse al recordar las palabras del ex

Presidente Aylwin cuando pidió perdón a todo Chile después

de dar a conocer el informe Rettig! Sin embargo, jamás he

escuchado hacer lo mismo a quienes apoyaron el régimen

militar y participaron en él.

¿Quién pedirá perdón a las madres, esposas e hijos de

tantas personas desaparecidas? ¿Quién pedirá perdón a todas

las familias que se disgregaron como consecuencia del

exilio?

Esto no es odio, es sólo pedir que los gestos de

reconciliación sean recíprocos; que no se entienda que cada

vez que uno hace un juicio político de Pinochet, ataca al

Ejército. Es él y generales como el señor Núñez quienes,

con sus intromisiones permanentes en el ámbito político,

involucran al Ejército.

Por eso, no me arrepiento de mis dichos, porque son

muchos los chilenos que piensan como yo. La reconciliación

no se construye olvidando, sino en la medida en que todos

aportemos a ella y cuando ciertos actores que la impiden se

den cuenta de ello y se retiren a tiempo o, a lo menos,

guarden silencio.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el señor Errázuriz.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, por su

intermedio, solicito al Diputado señor Silva que indique

qué medio de comunicación concreto se refirió a él.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, lo que usted plantea no corresponde a una

cuestión reglamentaria.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, de acuerdo al

Reglamento, un Diputado tiene derecho a intervenir cuando

ha sido aludido en alguna publicación de prensa. Acabo de

leer un artículo en el diario "El Llanquihue" que no

menciona para nada al Diputado señor Silva, por lo que

quiero saber si Su Señoría se refería a esa crónica.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- El Diputado

señor Silva hizo uso de la facultad que le otorga el

artículo 34 del Reglamento. La Mesa estimó pertinente en su

momento que usara de la palabra, por lo que no corresponde

continuar debatiendo el punto.

 

 

VI. ORDEN DEL DÍA

 

AMPLIACIÓN DE FACULTADES DE LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO.

Proposición de la Comisión Mixta.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el Orden

del Día, corresponde conocer la proposición de la Comisión

Mixta recaída en el proyecto de ley que amplía las

facultades de la Dirección del Trabajo.

 

Antecedentes:

-Informe de la Comisión Mixta, boletín Nº 1464-13,

sesión 36ª, en 12 de septiembre de 1996. Documentos de la

Cuenta Nº 3.

-Se autoriza el ingreso a la Sala de la señora María

Ester Feres.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Gajardo.

 

El señor GAJARDO.- Señor Presidente, la Comisión Mixta

logró superar las diferencias surgidas entre la Cámara de

Diputados y el Senado en relación con este proyecto,

originado en un mensaje que modifica las facultades de la

Dirección del Trabajo, con el objeto de mejorar las

posibilidades de fiscalización de ese importante servicio

del Estado.

Brevemente, pero con la mayor precisión posible,

señalaré los puntos en que se acordó legislar sobre esta

materia.

En cuanto a higiene y seguridad social, el proyecto

aprobado por la Cámara otorgaba facultades a la Dirección

del Trabajo para fiscalizar estas materias y aplicar las

sanciones correspondientes en caso de infracción.

La Comisión Mixta acordó concederle esas facultades,

pero acotadas en los términos señalados en el artículo 191

del Código del Trabajo, que se reemplaza.

La nueva disposición señala lo siguiente en su inciso

segundo: "La Dirección el Trabajo respecto a las materias

que trata este Título, podrá controlar el cumplimiento de

las medidas básicas legalmente exigibles respecto del

adecuado funcionamiento de instalaciones, máquinas, equipos

e instrumentos de trabajo". En consecuencia, la facultad no

se extiende para fiscalizar aquellas materias de una

especialización tal que escapan a la competencia técnica de

los funcionarios de la Dirección del Trabajo.

En seguida, el artículo 191 señala un segundo aspecto

que resguarda el carácter técnico de la fiscalización y de

la eventual multa que se aplique, al establecer que si el

afectado formulara un reclamo fundado en razones de orden

técnico, la Dirección del Trabajo deberá solicitar un

informe a la autoridad especializada para resolver sobre la

materia.

Otro tema de controversia fue el relativo a las

disposiciones aprobadas por la Cámara en cuanto a prácticas

desleales, porque se entregaba a la Dirección del Trabajo

la facultad de conocer dichas materias y resolverlas, sin

perjuicio del posterior reclamo ante la justicia del

trabajo.

En este punto, la fórmula de solución a que se llegó

señala que dichas materias continúan radicadas en la

justicia ordinaria del trabajo; sin embargo, existen

importantes modificaciones a la situación vigente.

En primer lugar, en cuanto a la comparecencia, los

interesados pueden formular la denuncia ante los tribunales

del trabajo correspondientes sin necesidad de contar con el

patrocinio de abogado, lo cual facilita el acceso a la

justicia de aquellas organizaciones laborales que no

cuentan con grandes recursos.

En segundo lugar, se introdujo una importante

modificación en cuanto al procedimiento, en el sentido de

que el juez está obligado a pedir un informe de

fiscalización a la respectiva Dirección Regional del

Trabajo, y el mérito que se otorga a dicho informe, es

decir, a los hechos constatados por el funcionario

fiscalizador del Ministerio del Trabajo, es que constituye

una presunción legal, con lo cual, en la práctica, se logra

la inversión del peso de la prueba en cuanto a que, frente

a un informe de esta naturaleza, no le corresponde a los

denunciantes probar las infracciones, sino que quienes han

formulado la reclamación por la sanción deberán acreditar

que los hechos de que da cuenta el respectivo informe no

son efectivos.

En tercer lugar, en el proyecto de la Cámara de

Diputados estaba planteada la facultad de la Dirección del

Trabajo para interponer sus buenos oficios en el proceso de

negociación colectiva, dentro de las 48 horas de acordada

la huelga. La Comisión Mixta acordó excluir del proyecto

las disposiciones referidas a esa materia, porque ya fue

abordada con ocasión del proyecto sobre modificaciones al

Código del Trabajo y, en consecuencia, continuará ese

trámite legislativo. Por esa razón, hubo acuerdo en

eliminar dichas disposiciones.

En cuarto lugar, está la facultad, aprobada por la

Cámara, para investir como ministros de fe a funcionarios

de otros servicios de la Administración Pública. El acuerdo

a que se llegó obliga a todos los funcionarios públicos a

informar a la Inspección del Trabajo respectiva sobre

aquellas infracciones a la legislación laboral de que tomen

conocimiento en el ejercicio de su cargo.

En quinto lugar, se perfecciona el concepto de

reincidencia. En la legislación vigente, la reincidencia se

da -y su efecto es que se duplican las multas por

infracciones- si el infractor persiste en el mismo

incumplimiento una vez evacuados todos los recursos

administrativos y judiciales, o vencidos los términos para

imponerlos.

Como lo señala el Nº 8 del artículo primero del

proyecto, se amplía el concepto de reincidencia. Dice el

precepto: "Constituirá reincidencia el hecho de volver a

incurrir el empleador en una infracción a la misma

disposición". Puede ser de similar naturaleza, en una

situación diferente, dentro del plazo de un año.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, le quedan dos minutos de su tiempo.

 

El señor GAJARDO.- Termino en dos minutos, señor

Presidente.

En seguida, se establecen mecanismos de

notificaciones, recurriéndose al sistema de carta

certificada, y de resguardo frente a la pérdida de

documentos que los empleadores deberán tener a disposición

de la Dirección y de las inspecciones del Trabajo, para los

efectos de que éstas cumplan con su función fiscalizadora.

Se señala que en caso de robo o hurto deben efectuar la

notificación correspondiente, con el objeto de eximirse de

tenerlos disponibles.

Se hace más operable el cumplimiento de la disposición

que obliga a los contratistas de obras públicas y

municipales a requerir un certificado de la Dirección del

Trabajo en el sentido de que no tienen demandas o reclamos

pendientes en materia de remuneraciones, en cuanto a que

esos certificados se pueden otorgar centralizadamente y no

necesariamente en cada lugar donde las empresas tengan

obras o faenas.

Finalmente, una última norma autoriza la condonación

de reajustes e intereses a todos los empleadores con deudas

impagas por concepto de multas administrativas cursadas por

los inspectores del trabajo, siempre que paguen su monto

dentro de un plazo máximo de 180 días, contado desde la

publicación de la ley.

Señor Presidente, la proposición de la Comisión Mixta

es producto de un consenso en que participaron tanto

parlamentarios de Oposición como de Gobierno,

representantes del Ejecutivo y asesores de unos y otros.

Refleja un acuerdo que, en lo esencial, mejora

sustancialmente las facultades fiscalizadoras de la

Dirección del Trabajo, razón por la cual recomendamos su

aprobación.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Ángel Fantuzzi.

 

El señor FANTUZZI.- Señor Presidente, con el ánimo de

acortar el debate en esta ya discutida materia, sólo quiero

felicitar al Diputado informante por su síntesis de la

información que nos acaba de dar, que es la correcta, y

agradecer al Ejecutivo la oportunidad que nos dio para

discutir y llegar a acuerdo respecto de temas en los cuales

al principio teníamos diferencias.

Creemos que el proyecto, en la forma como está siendo

despachado por la Cámara, cumple con los objetivos que la

Dirección esperaba, junto con resguardar los intereses de

los trabajadores y empresarios.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Navarro.

 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la Dirección del

Trabajo, sin duda, requiere de facultades más amplias. Ése

era el objetivo original del proyecto.

La Comisión Mixta trabajó duramente para llegar a

acuerdos y consensos que permitieran avanzar en la

protección de los derechos de los trabajadores chilenos.

Sin embargo, creo que hay una distancia considerable entre

el mensaje del Ejecutivo y lo aprobado por esa Comisión.

Cabe señalar que el Gobierno y los Diputados de la

Concertación han actuado con generosidad extrema, la cual

no se ha reflejado en las palabras del Diputado señor

Fantuzzi, porque el proyecto primitivo contenía facultades

mucho más amplias que las que hoy vamos a aprobar.

En cuanto al conocimiento de las infracciones por

prácticas desleales, hecho común en la actualidad en

cientos de empresas, nuestros dirigentes sindicales tienen

escasa y precaria protección y son víctimas de persecución

solapada. El proyecto original establecía que el director

regional del Trabajo tendría facultades para conocer y

resolver respecto de esas prácticas cotidianas que son

conocidas por cientos de dirigentes sindicales. Sin

embargo, el texto aprobado por la Comisión Mixta señala que

esta materia seguirá en manos de los tribunales del

Trabajo.

Quiero hacer notar que para este tipo de casos, un

juicio o vista demora entre tres y cuatro meses, porque los

tribunales del Trabajo están absolutamente atestados de

juicios. El 80 por ciento de las causas que ventilan dicen

relación con el no pago de cotizaciones previsionales y, en

definitiva, cuando los dirigentes sindicales son sacados de

sus puestos de trabajo o sufren el rigor de cualquier tipo

de práctica, no pueden esperar tres o cuatro meses, ni

menos diez, hasta que el tribunal resuelva.

El procedimiento propuesto inicialmente daba

facultades al director del Trabajo para dictar una

resolución ejecutiva en no más de quince días; cinco días

para los reclamos y quince para resolver. Hoy demora cuatro

o cinco meses.

En segundo lugar, en materia de reincidencia, el

Diputado señor Gajardo ha señalado que el hecho de incurrir

el empleador en una infracción constituye reincidencia, y

que eso representa un avance. Cuando discutimos el texto en

la Cámara de Diputados y aprobamos que por reincidencia se

entendía una infracción de la misma naturaleza, lo hicimos

para que se fiscalizara la comisión de excesos o el

incumplimiento de la ley, por cuanto, a veces, o faltaban

el casco o los bototos de seguridad, los cuales son de

diferente naturaleza, y, por lo tanto, no hay reincidencia.

Si bien la expresión "a la misma disposición"

significa un avance, los términos "de la misma naturaleza"

hacían mucho más efectivo el cumplimiento de las

disposiciones señaladas, a fin de proteger la integridad

física de los trabajadores, especialmente en materia de

resguardo de las condiciones de seguridad.

Además, la imposibilidad de encomendar labores de

fiscalización e investir como ministros de fe a otros

funcionarios de servicios públicos, como venía en el texto

original, apuntaba a una situación específica y concreta,

cual es que faltan inspectores del Trabajo.

En la provincia de Arauco, que tiene miles de

trabajadores, existe un solo inspector del Trabajo, y

cuando él se enferma o su vehículo no está en buenas

condiciones, no puede fiscalizar. Por lo tanto, era

necesario que en lugares recónditos, poco accesibles,

hubiera la posibilidad de delegar facultades fiscalizadoras

e investir como ministro de fe a otros servidores públicos.

El texto de la Comisión Mixta suprime esa facultad. O sea,

no hay posibilidad de investir como inspectores a otros

funcionarios públicos. Por lo tanto, las facultades de

fiscalización siguen siendo precarias, porque no se aumenta

la capacidad de la Dirección del Trabajo, a no ser que en

el presupuesto que discutamos este año -si queremos hacer

efectiva una disposición de fiscalización real y concreta-

aumentemos la planta de fiscalizadores y dotemos a ese

servicio de mayores recursos. Pero -repito- la Comisión

Mixta ha eliminado uno de los elementos claves en cuanto a

aumentar esas facultades.

Por último, quiero destacar que se ha agregado un

artículo transitorio que condona reajustes e intereses a

los empleadores con deudas impagas por concepto de multas

administrativas cursadas por inspectores del Trabajo,

reclamadas o no ante los juzgados correspondientes. Ése es,

sin duda, un elemento muy positivo. Habrá condonación de

reajustes e intereses, aspecto que debe ser valorado.

En todo caso, el conjunto de lo que se ha cedido del

proyecto original, todo importante, en relación con lo

aprobado por la Comisión Mixta, deben tenerlo claro los

trabajadores. Hay una voluntad de los Diputados y Senadores

de la Concertación para aprobar una legislación laboral de

efectiva fiscalización. Hemos avanzado, pero poco, a mi

juicio. Se requieren mayores facultades. Aquí ha habido un

proceso de acuerdos en la discusión, pero, en definitiva,

son los trabajadores quienes se enfrentan a la realidad

concreta. Si bien se avanza en este proyecto de manera

importante, no es lo que buscábamos ni son suficientes las

medidas de fiscalización.

Por eso, encuentro que los honorables colegas de la

Derecha no han tenido ni siquiera la dignidad de reconocer

sustantivamente la voluntad generosa de avanzar que existe

de parte de los Diputados de la Concertación -a pesar de

las restricciones que, de manera absolutamente espuria, nos

imponen los Senadores designados- y no dicen ninguna

palabra cuando se plantea la condonación de intereses.

Es importante que los empleadores se pongan al día,

paguen sus multas y que la condonación de intereses sea un

avance y una cesión que también debiera ser rescatada.

Señor Presidente, voy a votar a favor, porque, en

definitiva, los trabajadores deberán entender que si

rechazamos este proyecto quedamos peor que antes. Es un

avance, pero no es suficiente. Se requiere dotar de mayores

facultades a la Dirección del Trabajo, y especialmente de

mayores recursos. Por lo tanto, es de esperar que exista la

voluntad, por parte de la Oposición, de entregar mayores

recursos humanos y de infraestructura, única posibilidad

efectiva para que las disposiciones laborales se cumplan, a

fin de que los trabajadores se sientan más protegidos y, en

definitiva, se entienda que empresa y trabajadores son

parte de un todo y que deben estar armónicamente de acuerdo

para sacar adelante el país y, en especial, beneficiar a

los trabajadores.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde votar,

porque, en conformidad con el Reglamento, se han

pronunciado los tres discursos, pero han pedido la palabra

los señores Paya, Seguel y Aguiló.

¿Podría hablar cada uno de los parlamentarios

mencionados, por pocos minutos?

 

El señor SEGUEL.- Sí, señor Presidente.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Tenemos tiempo.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Pero tenemos otras

materias que tratar y un Reglamento que cumplir.

Se concedería a los Diputados señores Paya, Seguel y

Aguiló tres minutos a cada uno.

Señor Ministro ¿desea hacer uso de la palabra ahora o

después de las intervenciones de los señores Diputados?

 

El señor ARRATE (Ministro del Trabajo y Previsión

Social).- Ahora.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

señor Ministro.

El señor ARRATE (Ministro del Trabajo y Previsión

Social).- Señor Presidente, el Ejecutivo participó

activamente en la Comisión Mixta que estudió las

diferencias entre la Cámara de Diputados y el Senado, y

contribuyó al esfuerzo de los parlamentarios miembros, de

Gobierno y de Oposición, para alcanzar un texto de acuerdo.

La proposición de la Comisión Mixta es plenamente

satisfactoria para el Ejecutivo. En una materia tan

polémica como se ha demostrado que es ésta, en un proyecto

que lleva ya dos años de discusión parlamentaria y pública,

significa la elaboración de fórmulas positivas que

claramente mejoran la protección de los derechos de los

trabajadores y permiten una mayor eficacia en el

cumplimiento de las funciones de la Dirección del Trabajo.

De todos modos, tendremos que evaluarlas en la práctica. En

ésta no hay fórmulas definitivas ni probadas. Nos parecen

razonables, altamente positivas y con la expectativa de que

serán exitosas.

En materia de reincidencia, por ejemplo, el avance es

sustancial. De acuerdo con la aplicación literal de las

disposiciones vigentes, para que se registre en la práctica

un caso de reincidencia, la falta debe ser cometida en

relación con la misma persona y en iguales circunstancias.

Se amplía el concepto de reincidencia a faltas que se

refieran a violaciones a una misma disposición.

En seguridad del trabajo, tema que fue largamente

debatido, en particular en la Comisión de Trabajo y en la

Sala del Senado, hemos alcanzado una fórmula que satisface

a todos. La responsabilidad de la autoridad administrativa

del trabajo en esta materia es clara en la legislación

vigente. Sin embargo, no lo suficientemente explícita como

para que los inspectores del trabajo puedan, al mismo

tiempo que fiscalizar las normas laborales, aplicar medidas

y sanciones referidas a seguridad del trabajo.

En cuanto a las prácticas antisindicales, se ha

elaborado una fórmula que esperamos dé auténtica vida al

concepto, que está -diría- detalladamente establecido en

nuestro Código. Sin embargo, en la práctica de estos años,

se ha constituido en absoluta letra muerta.

A través del proyecto, se faculta a la autoridad del

trabajo, en este caso, al director regional, para que a

pedido del juez competente elabore un informe que determine

si, a su juicio, la denuncia es o no constitutiva de

prácticas antisindicales. Si su opinión es afirmativa,

constituye presunción legal y, por lo tanto, altera el peso

de la prueba, hecho muy importante para que el concepto de

prácticas antisindicales pueda tener vigencia.

Del mismo modo, la responsabilidad de los funcionarios

públicos dispuesta genéricamente en el Estatuto

Administrativo para denunciar violaciones de ley de las que

tengan conocimiento, en este caso, específicamente

violaciones a la legislación del trabajo, si bien puede

aparecer como una mera redundancia, se consagra

explícitamente.

En el curso de la tramitación del proyecto, la

Contraloría General de la República clarificó que, con la

actual legislación, la Dirección del Trabajo puede investir

a otros funcionarios públicos para efectuar fiscalización

en materia laboral. Por esa razón, al Ejecutivo no le ha

parecido necesario insistir en la norma primitiva que

contenía este aspecto. De hecho, para las próximas

elecciones de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales,

Anef, que se realizarán en pocos días más, aproximadamente

700 funcionarios públicos de otros servicios van a ser

investidos de la calidad de ministros de fe para participar

en dicho proceso electoral.

Finalmente, la norma sobre multas es el resultado de

una indicación del Ejecutivo. La Dirección del Trabajo ha

externalizado la cobranza de multas y no desea seguir con

una carga que viene de mucho tiempo, pues no está en

condiciones de hacerla efectiva sin un fuerte sacrificio de

la capacidad fiscalizadora de su equipo humano. Cada

funcionario suyo dedicado a la cobranza de multas se resta

para cumplir con la función esencial de la Dirección del

Trabajo: educar y orientar en materia de legislación

laboral y fiscalizar su cumplimiento.

Por eso, la norma sobre multas obedece a una

racionalidad, la cual implica liberar a la Dirección del

Trabajo, tanto cuanto sea posible y razonable, de esta

carga administrativa para dedicar a su personal a las

tareas que son esenciales a su naturaleza.

Por otra parte, esta norma beneficia a un importante

número de pequeños empresarios multados tiempo atrás por

infracciones a la ley laboral. Ahora podrán cumplir

parcialmente, porque deberán pagar el monto nominal de la

multa y no sus reajustes e intereses. Serán convocados al

reconocimiento de haber cometido una falta, pero, al mismo

tiempo, van a tener presente a futuro la necesidad de

cumplir con la ley del trabajo.

Por todas estas razones, en nombre del Ejecutivo,

deseo expresar mi reconocimiento a los parlamentarios

miembros de la Comisión Mixta, tanto de Gobierno como de la

Oposición, por las positivas fórmulas que han elaborado.

Muchas gracias.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Agradecemos la

presencia en la Sala del Ministro Secretario General de la

Presidencia, don Juan Villarzú, a quien damos la bienvenida

a la Cámara y le expresamos que esperamos contar con su

presencia en forma regular entre nosotros.

Tiene la palabra el Diputado señor Paya.

 

El señor PAYA.- Señor Presidente, en los pocos minutos

con que cuento, deseo señalar mi reconocimiento al esfuerzo

que se ha hecho por mejorar el proyecto, ya que, en

general, nos parecía sumamente inconveniente su texto

original.

En forma específica, nos parece muy positiva la

modificación en torno a las infracciones por prácticas

antisindicales, que concede a la autoridad del trabajo la

facultad de ejercer sus buenos oficios en conflictos.

En una serie de materias, el proyecto ha sido mejorado

por la vía del acuerdo entre parlamentarios. Sin embargo,

susbsiste en él un ámbito que nos parece sumamente

inconveniente.

Al respecto, quiero que se me ratifique formalmente

algo que se me ha informado, en cuanto a que no es posible

dividir la votación de una proposición de comisión mixta.

Nosotros compartimos parte del texto que hoy se presenta a

la Sala, pero no otra. Por lo tanto, tenemos la disyuntiva

de aprobar lo que compartimos o de rechazar lo que no nos

parece bien.

El ámbito del proyecto que cuestionamos se refiere a

una materia que tuvo a la vista el Ejecutivo. La Directora

del Trabajo, al presentar en la Comisión Mixta el acuerdo

logrado con algunos parlamentarios de Oposición, explicó

que el objetivo de las facultades de fiscalización de las

normas de higiene y seguridad de los organismos respectivos

y la Dirección del Trabajo, era evitar la duplicidad de

funciones.

Al eliminar la capacidad original de la Dirección del

Trabajo de impartir instrucciones a una empresa, se

morigeró el aspecto negativo del texto. Sin embargo, el

problema fundamental de la duplicidad de funciones para

fiscalizar las normas de higiene y seguridad en el trabajo

subsiste. Tanto es así, que el inciso tercero del artículo

191 que se propone, dice: "Cada vez que uno de los

servicios facultados para fiscalizar la aplicación de

normas de higiene y seguridad, se constituye en visita

inspectiva en un centro, obra o puesto de trabajo, los

demás servicios deberán abstenerse de intervenir respecto

de las materias que están siendo fiscalizadas, en tanto no

se haya dado total término al respectivo procedimiento".

¿Qué deja en evidencia esta norma? Que hay más de un

organismo que puede fiscalizar; que terminada la

fiscalización por el organismo A, puede proceder el

organismo B a fiscalizar la misma empresa, lo cual

significa criterios distintos, con el inconveniente que

esto genera.

Por lo tanto, no nos parece bien que se haya insistido

en la duplicidad de facultades para fiscalizar las normas

de higiene y seguridad en el trabajo.

Por eso, puesto que no podemos dividir la votación -

nos parece muy inconveniente esta norma, pero aprobamos el

resto de los artículos-, nos vamos a abstener como una

manera de representar que no compartimos toda la

proposición de la Comisión Mixta.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, la

normativa establece que la proposición de la Comisión Mixta

debe votarse en conjunto, pues muchas veces en ella se

llega a acuerdo por la vía de que las partes ceden

mutuamente y presentan un paquete. Cuando no es así, la

Comisión Mixta puede, en su informe, expresar la opción de

votar separadamente.

Señalo esto porque los propios Diputados que integran

la Comisión Mixta pueden plantear en ella que se separen

las cuestiones. En ese caso, como Sala, procedería votar

separadamente. Pero si la proposición es una sola, tenemos

la obligación de votar sí o no, porque la legislación

entiende que se produjo un balance y sería incorrecto no

considerar a una parte.

En este caso, por ende, estamos obligados a votar sí o

no; pero en futuras situaciones, a los representantes de la

Cámara en las comisiones mixtas les compete sugerir si lo

estiman conveniente.

Tiene la palabra el Diputado señor Paya, por una

cuestión de Reglamento.

 

El señor PAYA.- Señor Presidente, es evidente que no

ha habido acuerdo, puesto que en uno de los artículos no

hubo unanimidad. ¿La consagración de ese hecho no

posibilita dividir la votación respecto de ese artículo?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- No, señor Diputado. Es

parte del informe único de la Comisión Mixta, salvo que

expresamente diga que son cuestiones distintas y se pueden

votar separadamente.

Tiene la palabra el Diputado señor Seguel.

 

El señor SEGUEL.- Señor Presidente, la verdad es que

no iba a usar de la palabra después de las intervenciones

de los Diputados señores Gajardo y Fantuzzi; pero,

obviamente, luego de escuchar al Diputado señor Navarro,

quiero expresar, en nombre de los parlamentarios que

trabajamos en la Comisión Mixta, por lo menos de la

Democracia Cristiana, que no estamos dispuestos a aceptar

la insolencia que significa decir que hemos "entregado" un

proyecto a los trabajadores. Lo elaboró el Ejecutivo con la

Oposición, y el Ministro del Trabajo y la Directora del

Trabajo son del mismo partido del Diputado señor Navarro.

Me parece una falta de respeto de quien ni siquiera

fue a la Comisión Mixta.

En segundo lugar, otro miembro de la Cámara y

Presidente del Partido por la Democracia, ayer hizo un gran

discurso. Sin embargo, no asiste a sesiones para defender

los derechos de los trabajadores.

Como ha dicho el Ministro, el proyecto es bueno y no

vamos a aceptar las insolencias de algunos personajes que

quieren culpar a los democratacristianos de sus

debilidades.

Respaldaremos el proyecto con mucha fuerza, como lo

pidió y lo trabajamos con el Ministro.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Aguiló.

 

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, antes de referirme

al proyecto en discusión, no puedo dejar de expresar una

breve opinión acerca de las inconvenientes palabras del

colega Seguel, por quien siento respeto y afecto.

 

-Hablan varios señores Diputados a la vez.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Diputado señor Seguel,

llamo al orden a Su Señoría.

 

El señor AGUILÓ.- Los socialistas consideramos que

este proyecto es un verdadero avance respecto de la

legislación vigente. Uno de sus aspectos relevantes es la

forma como trata las prácticas antisindicales. Sin embargo,

nos parece que en el futuro -según la evaluación que

hagamos de su puesta en práctica- en distintos aspectos

podríamos incorporar otros avances en defensa de los

trabajadores.

Pertenezco y represento en este Parlamento a la

Séptima Región, que tiene la tasa más baja de

sindicalización en el país, entre otras causas, porque,

desafortunadamente, muchas empresas recurren a prácticas

antisindicales. La forma en que este proyecto enfrenta y

entrega herramientas a los trabajadores para defenderse de

dichas prácticas hace prever con optimismo que se puede

revertir esa injusta situación.

El hecho de que el juez deba considerar un informe de

la Dirección del Trabajo, que constituye presunción legal,

significa -como lo ha recordado el señor Ministro- que

cambia el peso de la prueba. Aquí, los trabajadores que han

sido víctimas de prácticas desleales antisindicales no

tendrán que demostrar en los tribunales las causas o

razones de éstas, ya que un informe de la Dirección del

Trabajo -de un organismo especializado del Ministerio

sectorial- entregará los fundamentos. En consecuencia,

corresponderá al empleador demostrar que dichas causas no

han existido.

Además, no se exigirá a los trabajadores y sindicatos

concurrir con abogados, otra de las grandes limitaciones

que enfrentan los trabajadores y sus organizaciones para

litigar en los tribunales de justicia.

De manera que, con las modificaciones que he

mencionado, esta iniciativa puede llegar a constituirse en

una herramienta de incalculable valor para generar

modernidad, por un lado, y equidad en las relaciones

laborales, por el otro.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Quiero hacer constar

una precisión respecto de la consulta del Diputado señor

Paya.

El informe de la Comisión Mixta en ningún caso puede

ser votado en forma separada, ni aunque sus integrantes lo

propongan. Esto lo establece la ley orgánica constitucional

y una modificación requeriría cambiar la ley.

En votación la proposición de la Comisión Mixta.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 60 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 7

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobada.

Despachado el proyecto.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Arancibia, Ascencio,

Ávila, Aylwin (don Andrés),

Balbontín, Caminondo, Cantero, Cardemil, Ceroni, De la

Maza, Dupré, Elgueta, Elizalde, Encina, Errázuriz,

Escalona, Estévez,

Fantuzzi, Fuentealba, Gajardo, Galilea,

García (don René Manuel), García (don

José), Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Jara, Jürgensen,

Kuschel, León, Makluf, Martínez (don Rosauro), Montes,

Navarro, Ortiz, Palma (don Andrés), Pérez (don

Ramón), Prokuriça, Rebolledo (doña Romy), Reyes, Rocha,

Rodríguez, Sabag, Salas,

Seguel, Silva, Solís, Sota, Tohá, Urrutia (don Salvador),

Valcarce, Valenzuela, Vargas, Venegas, Viera-Gallo,

Vilches, Villouta y Walker.

 

-Se abstuvieron los siguientes señores Diputados:

Alvarado, Karelovic, Masferrer, Moreira, Orpis, Paya y

Ulloa.

 

MODIFICACIONES DE LAS LEYES SOBRE IMPUESTO A LA RENTA Y A

LAS VENTAS Y SERVICIOS, DEL CÓDIGO TRIBUTARIO Y DE OTRAS

NORMAS LEGALES. Primer trámite constitucional.

(Continuación).

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde continuar

ocupándose del proyecto, en primer trámite constitucional,

que modifica las leyes sobre impuesto a la renta y a las

ventas y servicios, el Código Tributario y otras normas

legales.

Se encuentran presentes en la Sala el Ministro de

Hacienda subrogante, señor Manuel Marfán, y el Ministro

Secretario General de la Presidencia, señor Villarzú,

quienes han solicitado el ingreso a la Sala del Director de

Impuestos Internos, señor Javier Etcheberry, y del

Subdirector normativo, señor René García.

Si le parece a la Sala, así se acordará.

 

-Acordado.

 

Tiene la palabra el Diputado señor Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, solicito que recabe

el acuerdo de la Sala para prorrogar el Orden del Día hasta

la total tramitación del proyecto.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, hoy

hubo un extenso homenaje, por lo cual el Orden del Día, por

haberse iniciado más tarde, va a terminar aproximadamente a

las 13.30 horas. Si a las 13.20 horas aún sigue la

discusión del proyecto, propondremos a la Sala lo que Su

Señoría nos acaba de plantear.

Tiene la palabra el Diputado señor Aguiló.

 

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, quiero plantear un

asunto de Reglamento respecto de la proposición del

Diputado señor Ortiz. En el evento de que diez minutos

antes de concluir el Orden del Día se previera que la

discusión va para largo, solicito que Su Señoría cite a

reunión de Comités para fijar un procedimiento para el uso

de la palabra, de manera que podamos despachar el proyecto.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- De acuerdo, señor

Diputado, lo veremos en su momento.

El proyecto está en discusión general y particular,

porque al inicio de su debate tenía urgencia calificada de

"suma".

Corresponde tratar el artículo 3º.

Tiene la palabra el Diputado señor Elgueta.

 

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, en la sesión

anterior planteé algunas interrogantes sobre este precepto

que aún no han sido contestadas, porque los funcionarios

que están presentes hoy, no se encontraban en la Sala en

esa oportunidad.

En esta norma, -que considero correcta- se faculta al

Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos para

condonar a los contribuyentes que acrediten haber sido

víctimas de ciertos delitos -fraude y estafa- en el pago de

sus tributos. Sin embargo, hay una situación similar a ésta

que no está contemplada en este precepto: el haber sido

víctima de una falsificación, especialmente de instrumento

privado.

La estafa es una figura delictiva en que existe un

engaño, un artificio y, además, existe un perjuicio.

Eso es lo que caracteriza a este tipo de delito. En la

falsificación de instrumento privado, también existe

perjuicio, pero hay un elemento instrumental, un documento.

Se puede dar el caso que el contribuyente, a quien se

le puede condonar el impuesto, ha sido burlado mediante la

falsificación de un instrumento privado. Por ejemplo, la

persona que se acerca a la ventanilla de un banco, le

entrega al cajero el dinero, y éste otorga un recibo

falsificado. ¿Estamos en presencia de la falsificación de

instrumento privado o de una estafa?

En consecuencia, podría ocurrir que, posteriormente,

cuando ese contribuyente solicite la condonación, se le

diga: "Mire, desgraciadamente, esa figura no aparece en el

número siete, que se refiere al fraude y a la estafa, pero

no a la falsificación de instrumento privado mercantil", en

circunstancias de que el resultado es exactamente igual;

hay un perjuicio en ambos delitos y, sin embargo, esa

figura no está establecida. Por tanto, me parece

absolutamente justo y legítimo que se incluya en esta

facultad del Director Nacional del Servicio de Impuestos

Internos y no se preste después a una lata discusión

judicial jurídica donde, al final, el contribuyente resulte

perjudicado.

En consecuencia, presentaré una indicación para

agregar el delito de falsificación de instrumento privado.

He dicho.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

señor Marfán.

 

El señor MARFÁN (Ministro de Hacienda subrogante).-

Señor Presidente, con su venia, solicito que la pregunta

sea respondida por el Director de Impuestos Internos, señor

Javier Etcheberry.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En la Sala sólo pueden

intervenir los Ministros, señor Marfán.

Tiene la palabra el Diputado señor Jürgensen sobre el

artículo 3º.

 

El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, durante el

estudio de este proyecto en la Comisión de Hacienda, el

Ejecutivo incorporó esta disposición a raíz de una petición

que hicimos sus miembros para resolver un problema real que

afecta al contribuyente defraudado o estafado por un

tercero, en el pago de los tributos. Es decir, cuando el

contribuyente, de buena fe, entrega documentos firmados

para el pago de estos impuestos y ese tercero -que puede

ser un profesional o no- sencillamente adultera los

documentos para estafar a su propio cliente.

Éste es el objetivo de la disposición que pedimos al

Ejecutivo. El Gobierno la estudió, la mandó y fue aprobada

por unanimidad en la Comisión, porque responde a un

problema existente en el país.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

señor Marfán.

 

El señor MARFÁN (Ministro de Hacienda subrogante).-

Señor Presidente, la adulteración de un documento con

desconocimiento del contribuyente a juicio del Ejecutivo,

también es una forma de fraude o estafa. El hecho de que se

adultere un documento no significa que no está la figura

del fraude o de la estafa.

El espíritu de la norma, según el Ejecutivo, es que

cuando un contribuyente tiene problemas tributarios como

consecuencia del delito de un tercero, el Director de

Impuestos Internos debería tener la facultad para condonar,

no sólo los intereses y multas, sino también el impuesto

correspondiente.

Ése es el sentido y espíritu de esta norma.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Elgueta.

 

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, quiero insistir

en mi planteamiento.

Indudablemente, los dos delitos están en distintos

párrafos y títulos del Código Penal. El de estafa o

defraudación es un atentado contra la propiedad.

El artículo 197 del Código Penal dice: "El que, con

perjuicio de tercero, cometiere en instrumento privado

alguna de las falsedades", etcétera. Este delito está

incluido en el título sobre los delitos contra la fe

pública. En cambio, las defraudaciones son delitos contra

la propiedad. En consecuencia, son dos conductas

absolutamente distintas.

Por ejemplo, la estafa no requiere necesariamente la

existencia de un documento para producir un perjuicio; se

puede recurrir a un artificio verbal como "el cuento del

tío" -el más típico- en que se engaña a una persona para

obtener un beneficio pecuniario.

El otro caso es la falsificación de documento privado.

Es decir, se entrega una factura, un recibo o una

cancelación, y resulta que no es válido, porque datos tales

como el RUT, las firmas o las cantidades no corresponden a

la realidad. Por lo tanto, al entregarse a un tercero se

está falseando la fe pública.

Entonces, son delitos distintos, y como esta situación

la resolverá en definitiva el tribunal, no el Servicio de

Impuestos Internos, puede ocurrir que el juez considere que

en esta modificación se estableció únicamente un delito: la

defraudación o estafa, y no podrá invocar el de

falsificación. Por su parte, el servicio también dirá

posteriormente, frente a este fallo: "Usted se querelló, se

investigó el delito y, al final, se concluyó que se trataba

de una falsificación". De modo que, de acuerdo con este

proyecto esa falsificación de instrumento privado no

servirá para ejercer la facultad de condonar.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Sabag.

 

El señor SABAG.- Señor Presidente, quiero consultar al

representante del Ejecutivo, si de acuerdo con esta

indicación también se incluiría el caso del comerciante

establecido que puede ser estafado o defraudado con alguna

factura falsa, que es el hecho más corriente y general en

las actividades comerciales. La factura se le entrega al

comerciante establecido y que resulta ser falsa, ¿quedaría

comprendida también en la misma indicación?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra la

Diputada señora Matthei.

 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, nosotros

estuvimos de acuerdo con estas condonaciones, pero creemos

imprescindible mantenerlas dentro de los márgenes más

estrechos posibles, ya que en la medida en que consideremos

las facturas falsas u otro tipo de delitos, pueden empezar

a generalizarse estafas contra el Fisco, y creo que nadie,

por lo menos en la Comisión de Hacienda, desea que se dé

esa situación.

En verdad, aquí no se dice que la persona haya

cometido un delito de estafa o defraudación. El número 7,

agregado al artículo 6º, letra A), en virtud del artículo

3º, dice: "Condonar a los contribuyentes que acrediten,

mediante sentencia ejecutoriada, haber sido defraudados o

estafados en el pago de sus tributos," etcétera. En el

fondo, es una redacción bastante generalizada que permite

deducir que la persona ha sido defraudada, incluso mediante

la falsificación de un documento privado o público. Además,

esto quedará sujeto al criterio del director del Servicio

de Impuestos Internos.

Por lo tanto, no le cambiaría ni una coma a este

artículo. Creemos muy importante que el dinero

correspondiente a los tributos llegue a las arcas fiscales,

y para lograrlo es mejor mantener esta redacción

restrictiva.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor René Manuel García.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente,

es necesario hacer una diferencia entre factura falsa y

factura legítima mal empleada, pues son conceptos

diferentes. Sin embargo, se hacen grandes estafas con

facturas timbradas por el Servicio de Impuestos Internos,

por cuanto hay equipos especializados en este tipo de

estafas.

Entonces, el director de ese servicio podría

aclararnos qué se hace en ese caso. La persona recibe una

factura efectivamente timbrada por el Servicio de Impuestos

Internos -por lo tanto, no es falsa-, pero hay un estafado,

que en este caso actuó de buena fe, puesto que es el

estafador quien entregó la factura de un tercero.

Entonces, no digamos las cosas a medias. Una factura

es falsa y la otra tiene los timbres respectivos y cumple

con todos los requisitos exigidos por el Servicio de

Impuestos Internos, que el director del servicio sabe que

hoy están siendo aplicados en todo el país. ¿Cómo se actúa

en esos casos? ¿Quién es el estafador y quién, el estafado?

Una persona descuenta la factura de buena fe, pero al final

le llega un parte, porque otro señor no la declaró.

Me gustaría que ese punto quedara absolutamente claro.

Muchas gracias.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

 

En votación el artículo 3º.

 

-Durante la votación.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Sobre la votación,

tiene la palabra el Diputado señor Longueira.

 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quería opinar

sobre el artículo 3º. ¿Estamos en votación?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Sí, señor Diputado.

Como se produjo un lapso en que no se pidió la palabra, lo

puse en votación.

Tiene la palabra el Diputado señor Jürgensen.

 

El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, primero habría

que votar los números 1, 2 y 3, porque creo que hay

discrepancias respecto del 4.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, debió

pedirlo antes, pero tratando de hacer las cosas de la mejor

manera, me parece correcto acceder a su petición.

 

En votación los números 1, 2 y 3.

 

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su

Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, ¿hay unanimidad

para aprobar estos numerales?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Entiendo que sí, pero

ha llegado una indicación del Diputado señor Elgueta al

número 1, y se requeriría la unanimidad para tratarla.

En realidad, la indicación es inadmisible, porque

agrega más personas a la condonación.

 

¿Habría acuerdo para aprobar el número 1?

Aprobado.

 

En votación el número 2.

Si le parece a la Sala, se aprobará.

Aprobado.

 

En votación el número 3.

Si le parece a la Sala, se aprobará.

Aprobado.

 

En votación el número 4.

Si le parece a la Sala, se aprobará.

Aprobado.

 

En discusión el número 5.

Tiene la palabra el Diputado señor Jürgensen.

 

El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, el número 5 se

refiere a la forma de reintegrar ciertos valores, a los

cuales en este caso se les considera como impuestos sujetos

a retención.

Por lo menos nosotros, expresamos nuestro voto

contrario a este número.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En votación el número

5.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 37 votos; por la negativa, 16 votos. No hubo

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Arancibia, Ascencio, Aylwin (don Andrés),

Balbontín, Ceroni, Dupré, Elgueta, Elizalde, Escalona,

Estévez, Fuentealba,

Gajardo, García (don José), Gutiérrez,

Hernández, Jara, León, Letelier (don Felipe), Makluf,

Montes, Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma (don Andrés),

Rebolledo (doña Romy), Rocha, Sabag, Salas, Silva, Sota,

Tohá, Urrutia (don Salvador), Valenzuela, Venegas, Villouta

y Zambrano.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Caminondo, Errázuriz,

Galilea, García (don René

Manuel), Jürgensen, Kuschel, Leay,

Longueira, Matthei (doña Evelyn), Moreira, Munizaga,

Prokuriça, Ulloa y Vilches.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En votación el número

6.

Si le parece a la Sala, se aprobará.

Aprobado.

 

En votación el número 7.

Si le parece a la Sala, se aprobará.

Aprobado.

 

En votación el número 8.

Si le parece a la Sala, se aprobará.

Aprobado.

 

En discusión el número 9.

Tiene la palabra el Diputado señor Elgueta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, quiero hacer

algunos comentarios que surgen de la letra de esta nueva

disposición.

Aquí se está agregando un nuevo delito tributario. De

acuerdo con el texto del inciso que se intercale, tendrían

una pena de tres años y un día a cinco años "los que

presenten maliciosamente cualquier petición tendiente a

obtener devoluciones de sumas de dinero o de impuestos que

no les correspondan".

Esto podría prestarse -me gustaría que se aclarara la

extensión de la norma-, por ejemplo, para que una persona

envíe una carta al Director Nacional de Impuestos Internos

pidiendo la devolución de una suma de dinero o de un

impuesto -a pesar de saber que no le corresponde- sin

acompañar ningún antecedente. ¿Podría presumir el servicio

que esa petición es maliciosa? Porque la apreciación previa

para presentar la denuncia o querella respectiva tendría

que hacerla el servicio, y la calificación definitiva, el

juez; sin embargo, mientras tanto, esa persona puede ser

detenida y procesada y sufrir una serie de perjuicios.

Esta figura corresponde más bien a una especie de

tentativa o frustración, porque la obtención maliciosa de

devoluciones está sancionada en otras disposiciones del

Código Tributario; asimismo, hay una figura parecida en el

capítulo relativo a las estafas o defraudaciones del Código

Penal. De manera que aquí se está elevando a la categoría

de delito consumado lo que sería una simple tentativa o

frustración.

Por lo tanto, me parece que es una disposición

francamente peligrosa, que ofende una de las garantías

constitucionales: el derecho de petición. Un funcionario

público podría estimar maliciosa la petición presentada por

una persona y, en consecuencia, hacerla pasar por todas las

penurias de un proceso penal, hasta la dictación de la

sentencia definitiva que dijera que esa persona es

inocente.

Hago estos comentarios exclusivamente para que, en el

Senado, el Ejecutivo reglamente y dé más garantías a las

personas respecto de este derecho de petición, en el caso

de que, efectivamente, ella vaya acompañada, por ejemplo,

de otro documento. De allí se deduce que se quiere

sorprender al Servicio y actuar mañosamente, y no me cabe

duda de que, tal vez en esa situación, podría tener cabida

esta norma.

Hago estas observaciones a fin de que se enmiende la

norma en el Senado.

Por último, anuncio que votaré favorablemente.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Prokuriça.

 

El señor PROKURIÇA.- Señor Presidente, esta

disposición propone agregar un nuevo inciso para castigar

con las mismas penas establecidas en el inciso segundo del

número 4 del artículo 97, a quienes realicen maliciosamente

cualquier maniobra tendiente a obtener devoluciones de

sumas de dinero o impuestos que no les corresponden.

A mi juicio, esta proposición aparece como excesiva -

lo decía el Diputado que me antecedió en el uso de la

palabra-, pues establece un tipo penal genérico y abierto,

lo que resulta peligroso, ya que el proyecto habla de

cualquier maniobra. En efecto, con este tipo penal se

sancionará con penas que van desde presidio menor en su

grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, esto es,

de tres años y un día a diez años de presidio, por el solo

hecho de realizar cualquier maniobra tendiente a obtener

una devolución que no corresponde, aun cuando ella no se

concrete.

Esta disposición reviste mayor gravedad si se tiene

presente que el director del Servicio de Impuestos Internos

tiene, por disposición legal, la facultad privativa de

ejercer o no la acción penal de delitos tributarios, de

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 162 del Código

Tributario. O sea, él decide libremente si presenta o no la

querella o denuncia.

Además, a mayor abundamiento el contribuyente que

cometiere este delito estaría sometido a una fianza

calificada para obtener la libertad provisional, de acuerdo

con el actual texto de la letra f) del artículo 163 del

Código Tributario.

Por lo tanto, vamos a votar en contra.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Andrés Palma.

 

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, el

tema en debate, tratado por los Diputados señores Elgueta y

Prokuriça, fue uno de los puntos más debatidos durante la

discusión del proyecto en la Comisión de Hacienda.

Tiene razón el Diputado señor Elgueta cuando señala

que aquí se está introduciendo un nuevo delito que él llama

de "tentativa".

Las leyes pueden establecer nuevos delitos. Lo

importante es que la calificación de "maliciosa",

fundamental en el delito que se establece, no la hace -como

decía el Diputado señor Elgueta- un funcionario, sino un

tribunal. Es decir, si alguien, con el propósito de obtener

indebidamente recursos que no son de él, porque está

pidiendo que le devuelvan impuestos que no le pertenecen o

dineros que no le corresponden, lo hace maliciosamente, el

Servicio debe presentar una denuncia; pero es el tribunal

el que determinará si efectivamente eso fue malicioso o no.

¿Cuál es la situación actual y por qué este artículo y

esta precisión son tan importantes? Porque en la actualidad

hay contribuyentes que intentan obtener recursos

maliciosamente, pero si el Servicio de Impuestos Internos

detecta esta actitud y no se realiza dicha devolución,

simplemente no hay delito. Sin embargo, la persona intentó

defraudar al Fisco, y eso debe tener una sanción.

La sanción que quedó establecida -para la tranquilidad

de los Diputados señores Prokuriça y Elgueta-, es inferior

a la de una persona que efectivamente defraude al Fisco, al

conjunto de los contribuyentes, por la vía de obtener una

retribución que no corresponda. Pero hoy la situación para

el Servicio de Impuestos Internos es muy difícil, porque

puede percibir que se le intenta defraudar. Entonces,

tendría que entregar los recursos para poder acusar al que

lo intenta defraudar, en cuyo caso también estaría

cometiendo un delito. En consecuencia, quien intenta

obtener devolución de dinero por impuestos que no le

correspondan, o no tiene sanción o hace incurrir en un

delito al propio Servicio de Impuestos Internos para que

pueda haber sanción.

En esa perspectiva, nos ha parecido adecuado

introducir la disposición, por lo que vamos a respaldar el

artículo 3º, número 9, del proyecto de ley.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

señor Marfán.

 

El señor MARFÁN (Ministro de Hacienda subrogante).-

Señor Presidente, la intervención del Diputado señor Andrés

Palma me va a permitir ser más breve, porque también

refleja la opinión del Ejecutivo.

Respecto de este tema, sólo quiero agregar que el

actual artículo 97 del Código Tributario, en su número 4,

inciso segundo, ya establece una figura similar a la que se

está sometiendo a la consideración de la Sala.

Esa disposición dice lo siguiente: "Los contribuyentes

afectos al impuesto a las Ventas y Servicios u otros

impuestos sujetos a retención o recargo, que realicen

maliciosamente cualquiera maniobra tendiente a aumentar el

verdadero monto de los créditos o imputaciones que tengan

derecho a hacer valer, en relación con las cantidades que

deban pagar, serán sancionados con las penas de presidio

menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado

mínimo y con multa del 100% al 300% de lo defraudado."

En consecuencia, la figura de intentar obtener

maliciosamente, mediante adulteración de documento,

falsificaciones o cualquier otra vía, beneficio a costa de

los recursos fiscales -que hoy sólo existe como delito

tributario para efectos del impuesto a la venta de bienes o

servicios, IVA-, se está haciendo genérica en términos de

que, a futuro -en caso de que la Sala decida aprobar esta

disposición y se convierta en ley-, será constitutiva

delito.

En la actualidad, como bien señaló el Diputado señor

Andrés Palma, si es detectado un intento malicioso, incluso

con falsificación de instrumentos, la persona no puede ser

procesada por delito si no ha recibido dinero del Servicio

de Impuestos Internos. Ése es el espíritu de esta

disposición y la calificación de la palabra

"maliciosamente", la hará un tribunal.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Jürgensen.

 

El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, en la

actualidad, cuando un contribuyente logra, mediante

maquinaciones fraudulentas, obtener que le devuelvan un

impuesto que no le corresponde, comete un delito con pena

privativa de libertad.

El proyecto que estamos discutiendo propone las penas

de hasta diez años de presidio para quien intenta burlar al

Servicio de Impuestos Internos, sin lograr la devolución

fraudulenta del impuesto.

Estimo que esto es francamente peligroso, dado que las

medidas que adopta el contribuyente pueden no ser

necesariamente inequívocas, sino, por el contrario,

equívocas. Así, puede haber documentación que no

necesariamente tienda a burlar al Servicio de Impuestos

Internos, sino a una finalidad general, pero el tenor de la

disposición permitiría sancionar a una persona como autora

de un delito tributario, aunque no hubiera causado el

perjuicio fiscal.

Esta norma, francamente, parece no estar bien

concebida, por decir lo menos, pues producirá el efecto de

aumentar el poder del Servicio de Impuestos Internos al

entregarle la facultad de solicitar al juez que sancione

como delincuente a quien no necesariamente haya cometido un

delito. Es decir, de acuerdo con las normas vigentes, estos

delitos deben sancionarse como consumados, lo que es

razonable, y no por mera tentativa, lo que, en nuestra

opinión, es peligroso.

En nombre de la bancada de Renovación Nacional y en el

mío propio, anuncio el voto en contra de la letra a) del

número 9 del artículo 3º.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Arancibia.

 

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, esta aprensión

se ha manifestado por varios señores Diputados. La norma

fue materia de intenso debate en la Comisión, porque no

cabe duda de que esta figura podría considerarse como una

tentativa para cometer otro delito.

A la luz de todos los antecedentes recibidos, en la

legislación chilena no es tan infrecuente que ciertos

hechos que comprometen la fe pública o que constituyen un

peligro o amenaza de lesión seria a un bien jurídico

importante, se castiguen como consumados, aunque estén en

grado de tentativa, y se establezcan como figura separada.

No entraré en detalle, pero son diversos los casos.

Ahora bien, además de los antecedentes proporcionados,

hay que tener en cuenta que ésta no es cualquier

presentación, porque sería incorrecto que lo fuere, como lo

señaló el Diputado señor Elgueta. No se trata de que un

contribuyente envíe una carta al director regional de

Impuestos Internos para pedir la devolución de una suma a

la que cree tener derecho, sino que constituye un conjunto

de maniobras u operaciones destinadas a defraudar al

Servicio de Impuestos Internos para obtener recursos

fiscales, a los cuales no se tiene derecho, por operaciones

precisas.

Todo delito es cometido maliciosamente; supone dolo,

pero no negligencia o inadvertencia. Es una cuestión que,

por supuesto, tiene que ver con la realidad más general del

delito, y que el tribunal correspondiente juzgará en su

momento.

No cabe duda de que no es tan infrecuente que se

recurra a operaciones maliciosas para obtener los

mencionados recursos. Reitero que no se trata de una carta

o petición, sino de la presentación de una declaración, de

documentación que persigue cometer el delito de

defraudación. No hay que olvidar que el Servicio de

Impuestos Internos tiene apenas mil fiscalizadores para

cumplir con todas sus labores a lo largo del país, y que

sólo en materia de IVA hay más de 500 mil contribuyentes.

Por lo tanto, se debe resguardar la fe pública y no poner a

dicho servicio en una situación que, de otra forma, le

dificulta mucho defender los recursos fiscales.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Luksic.

 

El señor LUKSIC.- Señor Presidente, como bien se ha

señalado, estamos frente a un tipo delictual que, al

parecer, estaría ya configurado en nuestro Código Penal en

el delito de defraudación al Fisco.

Ante esto, el Diputado señor Andrés Palma ha expresado

que no estaría prefigurado absolutamente dentro de esta

tipificación, desde el momento en que el Servicio de

Impuestos Internos no haga entrega de los recursos o

ingresos que, indebidamente, estaría pidiendo el eventual

contribuyente.

Sin embargo, desde el momento en que se usa el vocablo

"maliciosamente", estamos hablando de que existiría dolo y,

por lo tanto, estaría dentro de la figura de la

defraudación al Fisco, pero si no está consumado o

prefigurado por la no entrega del dinero, estamos hablando

de una fase del tipo penal, que es la tentativa.

Entonces, me gustaría consultar a los asesores y

autoridades del Ministerio de Hacienda por qué no se ha

sancionado, en base al delito de defraudación al Fisco, a

quienes maliciosamente han solicitado la devolución de

sumas de dinero en la fase de tentativa.

Considero innecesario votar a favor esta norma, porque

ya existe el tipo penal de defraudación al Fisco en el

grado de tentativa.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Gajardo.

 

El señor GAJARDO.- Señor Presidente, para fines

reglamentarios, solicito la división de la votación, a fin

de que se vote separadamente la letra a).

Coincido absolutamente con el planteamiento del

Diputado señor Elgueta; pero, consecuente con esa

fundamentación, llego a la conclusión lógica de que

tendríamos que votar en contra el artículo. Por eso, pido

la división de la votación.

Ahora bien, por lo que he escuchado en este debate,

una cosa es lo que se ha pretendido legislar y otra lo que

dice el texto; de acuerdo con éste, que se refiere a

cualquier petición, no son necesarias determinadas

maniobras maliciosas para caer en la infracción.

Estoy de acuerdo en que si se utiliza una serie de

maniobras con el objeto de burlar y defraudar al Fisco y

obtener una devolución que no corresponda, claramente

estamos frente a una figura delictiva. Pero la norma dice

"cualquier petición". O sea, una solicitud crea

indudablemente el hecho objetivo que aquí se sanciona. A

ellos se agrega el aspecto subjetivo, lo malicioso. En

consecuencia, esta norma debe corregirse.

Con ese fin, en el Senado se podría incorporar la

norma correcta, técnicamente bien expresada, ya que lo aquí

señalado es distinto al espíritu con que Impuestos Internos

quiere afrontar el tema.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

señor Marfán.

 

El señor MARFÁN (Ministro de Hacienda subrogante).-

Señor Presidente, primero, quiero responder la consulta del

Diputado señor Luksic.

El establecimiento de la defraudación al Fisco

normalmente debe seguir un procedimiento en el cual

interviene el Consejo de Defensa del Estado. Sin embargo,

cuando se habla de delito tributario tipificado en el

Código, procesalmente sigue un camino distinto, en el cual

no interviene necesariamente dicho consejo.

En el Código Tributario, el uso malicioso de

información, para obtener beneficios en recursos de origen

tributario, sólo existe hoy día como delito para los

impuestos de retención, es decir, para el impuesto al valor

agregado. Lo que se está haciendo acá es generalizar la

figura para quien maliciosamente desea obtener esos

recursos.

El otro punto es que la redacción del texto que será

sometido a votación de la Sala es distinta de la que venía

en el proyecto original. Es evidente que el espíritu, como

ya señalé en una intervención anterior, es que haya mala

fe, un uso malicioso o una intención maliciosa para obtener

recursos de origen tributario, lo que no incluye las cartas

o peticiones que llegan al director del Servicio de

Impuestos Internos por una vía sin valor legal.

El Ejecutivo no tiene ningún inconveniente, como fue

solicitado, para que durante la discusión en el Senado se

perfeccione la redacción del artículo, sin cambiar el

espíritu con que ha sido presentado a esta Sala.

Gracias.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Longueira.

 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, votaré

favorablemente la disposición que modifica el artículo 97

del Código Tributario.

En la Comisión estuvimos de acuerdo con el espíritu de

la disposición. Sin embargo, como lo han planteado algunos

señores parlamentarios, es posible mejorar su redacción.

Según la información que se entregó a la Comisión de

Hacienda, para llegar a acreditar el delito de este tipo de

contribuyentes

-hablamos de personas que con frecuencia se dedican a estas

maniobras- se requiere concretar la devolución de dineros

que ellos solicitan a través de presentaciones maliciosas.

Creo que todos, al menos, deberíamos estar de acuerdo

con el espíritu del texto, y en ese sentido votaré

favorablemente, sin perjuicio de que en el resto de su

trámite legislativo se acojan las sugerencias planteadas

por algunos señores parlamentarios. No obstante, si el

Servicio de Impuestos Internos requiere alguna forma de

solucionar situaciones que no constituyen delito, porque no

se ha llegado a concretar la devolución de dineros, me

parece que debería haber una norma que sancione las

intenciones de estos contribuyentes.

Por lo tanto, en ese entendido, votaré favorablemente,

y espero que, por cierto, se pueda perfeccionar la norma,

pero deberíamos enviar una señal clara a aquellos

contribuyentes que, a través de presentaciones maliciosas,

pretendan recuperar dineros que no les corresponden.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En votación la letra

a) del número 9.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 20 votos; por la negativa, 35 votos. Hubo 2

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Rechazada.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Arancibia, Balbontín, Estévez, Fuentealba,

Longueira, Montes, Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma (don

Andrés), Pollarolo (doña Fanny), Rebolledo (doña Romy),

Rocha, Sota, Tohá, Tuma, Urrutia (don

Salvador), Valenzuela y Zambrano.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

Acuña, Álvarez-Salamanca, Ascencio, Caminondo,

Cantero, Ceroni, De la Maza, Dupré, Elgueta, Elizalde,

Errázuriz,

Fantuzzi, Gajardo, Galilea, García (don René Manuel),

Gutiérrez, Hamuy, Hernández, Jürgensen, Kuschel, Luksic,

Makluf, Martínez (don Rosauro), Pérez (don Ramón),

Pizarro, Prokuriça, Rodríguez, Sabag, Silva, Solís,

Taladriz, Urrutia (don Raúl), Vargas, Villegas y Walker.

 

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Matthei (doña Evelyn) y Moreira.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Si le parece a la

Sala, se aprobará el resto del número.

Aprobado.

Si le parece a la Sala, se aprobará el número 10.

Aprobado.

 

En discusión el número 11.

Tiene la palabra el Diputado señor Prokuriça.

 

El señor PROKURIÇA.- Señor Presidente, en la letra b),

del número 11, se establece la posibilidad de notificar por

el estado diario las resoluciones que se dicten en el

proceso de reclamación cuando el reclamante no indica

determinado domicilio. Aparentemente, esta disposición es

como lógica; pero quiero explicar a mis estimados colegas

cuál es la realidad que se vive en la práctica.

Cuando estos procedimientos se llevan a cabo en las

capitales regionales, la notificación por el estado diario

a personas que son parte de un proceso de reclamación, y

que no viven en ellas, en la práctica significa darles a

conocer resoluciones del proceso mediante anotaciones en

una hoja de papel colocada en un cuadrado de madera con un

vidrio, en la oficina regional de Impuestos Internos.

Esta situación se podría prestar para el mayor de los

abusos e indefensión de quien está actuando en una causa

tributaria, porque quien vive en la capital regional puede

ir todos los días a ver si hay alguna resolución; pero

aquel comerciante y contribuyente de un pueblo alejado de

la capital regional, ¿cómo se entera que se dictó la

resolución? Tendría que tener un abogado o una persona que

esté permanentemente yendo a ver el estado diario del

servicio.

Si bien es cierto Impuestos Internos tiene razón en

que a aquellas personas que no fijan un domicilio se hace

un tanto difícil notificarles las resoluciones, creo que

hay que buscar una solución distinta a ésta, porque se

puede prestar para dejar en la más absoluta indefensión a

los contribuyentes.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Jürgensen.

 

El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, quiero reforzar

la intervención del Diputado señor Prokuriça y explicar que

la notificación por el estado diario es ficticia, puesto

que la persona no la recibe. En realidad, se asume que por

el hecho de anotar en un listado expuesto en la oficina del

tribunal que dictó resolución en una determinada causa, las

partes han tomado conocimiento de ella.

Este sistema es propio de los procedimientos seguidos

ante los tribunales ordinarios de justicia y sólo respecto

de resoluciones de menor relevancia. Además, opera en un

contexto en que hay partes contradictorias en el juicio,

cada una de las cuales soporta la misma carga procesal,

consistente en consultar el estado para saber si se han

dictado o no las resoluciones en el juicio.

En los procesos que el Servicio de Impuestos Internos

sigue contra un contribuyente, no hay partes

contradictorias que litiguen en un pie de igualdad. Al

contrario, es el Servicio de Impuestos Internos contra el

contribuyente, en un plano de desigualdad procesal.

Por lo anterior, anuncio que votaré en contra de la

letra b) del número 11.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Makluf.

 

El señor MAKLUF.- Señor Presidente, esta modificación

favorece al contribuyente, puesto que de no existir,

debería aplicarse la norma general de las notificaciones,

contenida en el artículo 13 del Código Tributario, que

dispone que se tendrá por domicilio del contribuyente -en

este caso, del reclamante- el que señale en su declaración

de iniciación de actividades. En cambio, al incluirse esta

disposición, se entrega la posibilidad de que el reclamante

que estima agraviante una resolución emanada del Servicio

de Impuestos Internos fije su propio domicilio, dentro de

los límites de la ciudad en que se presenta dicha

reclamación. Si no le otorgáramos esta facultad, esto es,

la posibilidad de fijar el domicilio de su contador dentro

del límite urbano de la ciudad donde se encuentra el

Servicio de Impuestos Internos, evidentemente lo dejaríamos

en una situación de desventaja, puesto que deberían

efectuarse las notificaciones en el lugar donde fijó su

domicilio en la declaración de iniciación de actividades.

Ahora bien, si el reclamante no quiere fijar

domicilio, se le deberá notificar por el estado diario,

pero ello ocurrirá -reitero- siempre y cuando éste no haya

fijado domicilio. Es de interés del reclamante fijar

domicilio en su presentación. Si no lo hace, es evidente

que la ley debe ponerse en el caso de tener que notificarlo

de alguna manera, lo cual se resuelve mediante la

notificación por el estado diario.

A pesar de que creemos que ningún reclamante dejará de

establecer domicilio en su presentación, estimamos que es

mejor y más beneficioso para el contribuyente entregarle

esta posibilidad -podrá usarla o no- que dejarlo en la

indefensión de notificarlo en el lugar o domicilio donde

declaró su iniciación de actividades.

Por lo anterior, votaremos favorablemente esta

disposición.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Ortiz.

 

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, después de la

explicación del Diputado señor José Makluf, que ha

clarificado que esta modificación es positiva para el

contribuyente, quiero abordar una sola situación.

En el fondo, las modificaciones introducidas a este

artículo fijan los datos personales que el contribuyente

debe indicar en su escrito de reclamo. Con esto se busca

uniformar la información solicitada con la requerida por

los tribunales ordinarios de justicia.

Por lo tanto, en nombre de la bancada

democratacristiana, expreso que votaremos favorablemente

este numeral.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Prokuriça.

 

El señor PROKURIÇA.- Señor Presidente, uno puede estar

de acuerdo o no con una norma, pero expresar que esta

disposición beneficia a los contribuyentes, francamente

quiere decir que no se entiende nada o tratamos otro

proyecto.

Deseo decir al Diputado señor Makluf que aplicar una

disposición como ésta a contribuyentes que viven en

poblados pequeños, distantes a 100, 200 ó 300 kilómetros de

la capital regional, que no son abogados -no tienen por qué

serlo- ni tienen los medios para contratarlos, se presta

para la peor de las aberraciones.

Por supuesto que vería con mucho agrado que el

Ejecutivo proponga una disposición que establezca que si el

contribuyente no fija un domicilio, se le notificará por

cédula en aquél que ha señalado como tal. Eso me parece

justo; pero notificar por el estado diario a un campesino

que vive a 100 kilómetros de la capital regional implica no

darle la posibilidad de defenderse. Pongámonos también en

la situación de las personas que no pueden defenderse, que

no tienen la posibilidad de pagar a un abogado ni de

concurrir todos los días a la respectiva oficina del

Servicio de Impuestos Internos.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Elgueta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, estamos en

presencia de una reclamación presentada por el

contribuyente y no de un juicio tributario, porque, en ese

caso, el Diputado señor Prokuriça tendría toda la razón.

Ésta es la situación inversa. Es el contribuyente el que

acciona y promueve su solicitud ante el Servicio para que

sea resuelta favorablemente. En consecuencia, va a tener

interés en estar presente en todas las instancias. De ahí

que no sea factible la situación del pequeño poblador, de

la persona ignorante, del contribuyente alejado de la

dirección regional.

En segundo lugar, ésta es una norma llamada

notificación-sanción, porque si el contribuyente no fija

domicilio, es sancionado de la manera que se indica en este

artículo, que es una norma de carácter general. Incluso,

aun cuando no se incluya, en cierta manera podríamos

aplicar el artículo 1º del Código de Procedimiento Civil,

que se aplica a todos los procedimientos. Dicho cuerpo

legal establece la misma sanción para la persona que no

fija domicilio en las presentaciones en las cuales está

interesado.

Por estas razones, voy a votar favorablemente esta

norma.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En votación la letra

a) del Nº 11.

 

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente,

¿alguien solicitó división de la votación?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Así es.

 

Si le parece a la Sala, se aprobará.

Aprobada.

 

En votación la letra b).

Si le parece a la Sala, se aprobará.

 

Varios señores DIPUTADOS.- ¡No!

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- No hay acuerdo.

En votación.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 37 votos; por la negativa, 25 votos. No hubo

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobada.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Arancibia, Balbontín, Ceroni, De la Maza, Elgueta,

Encina, Estévez, Fuentealba, Gajardo, Gutiérrez, Hamuy,

Hernández, Huenchumilla, Letelier (don Felipe), Makluf,

Montes, Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma (don Andrés),

Pollarolo (doña Fanny), Rebolledo (doña Romy),

Reyes, Rocha, Seguel, Silva, Sota, Tohá, Tuma, Urrutia (don

Salvador), Valenzuela, Venegas, Viera-Gallo, Villegas,

Villouta, Walker y Zambrano.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

Álvarez-Salamanca, Correa, Dupré,

Elizalde, Errázuriz, Fantuzzi, Galilea, García (don René

Manuel), Jürgensen, Longton, Longueira, Luksic, Matthei

(doña Evelyn), Munizaga, Pérez (don Ramón), Pérez (don

Víctor), Prokuriça, Rodríguez, Sabag, Solís, Taladriz,

Ulloa, Urrutia (don Raúl), Vargas y Vilches.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Si le parece a la

Sala, se aprobará el Nº 12.

Aprobado.

 

En discusión el Nº 13.

Tiene la palabra el Diputado señor Prokuriça.

El señor PROKURIÇA.- Señor Presidente, esta

disposición establece exigencias para que opere la

suspensión del cobro.

Se propone que el cobro de los giros de impuestos se

suspenda cuando se encuentren pendientes la apelación o la

casación en la Corte Suprema; y que sólo opere cuando se

haya trabado embargo sobre los bienes suficientes o cuando

el contribuyente hubiere garantizado convenientemente la

obligación, a juicio del tesorero provincial.

En mi opinión, también esta disposición se puede

prestar para equívocos y para acciones bastante injustas.

En efecto, si el reclamo de un contribuyente en contra

de una liquidación del Servicio de Impuestos Internos es

rechazado en primera instancia, dicho servicio está

facultado para girar los impuestos reclamados y remitir los

antecedentes a la Tesorería para que los cobre

ejecutivamente, aun cuando se encuentre pendiente la

apelación de la sentencia que rechazó el reclamo.

Por lo tanto, dada esta situación, la Corte de

Apelaciones podrá revocar la sentencia de primera instancia

y decidir que el contribuyente nada adeuda, tal como lo

dispone el artículo 147 del Código Tributario, que autoriza

a las cortes de apelaciones y a la Corte Suprema para

suspender el cobro ejecutivo mientras se encuentra

pendiente el juicio.

Esa facultad es lógica, por cuanto, de no ser así, de

nada servirá al contribuyente obtener una sentencia

favorable en segunda instancia o en la Corte Suprema, pues

la Tesorería, en el juicio ejecutivo correspondiente, ya

puede haberle rematado sus bienes.

Por lo expuesto, constituye francamente una barbaridad

limitar el ejercicio de la suspensión sólo para aquellos

casos en que se haya trabado embargo sobre bienes

suficientes o cuando el tesorero provincial estime que el

contribuyente ha garantizado suficientemente la deuda.

De prosperar esta iniciativa, podrían darse

situaciones como la siguiente: que un contribuyente

presente un reclamo, que se rechace en primera instancia,

que el Servicio de Impuestos Internos gire los impuestos y

la Tesorería proceda a su cobro ejecutivo, que el

contribuyente apele del fallo de primera instancia y, por

tanto, el expediente se remita a la corte para su

resolución; que, pendiente la apelación en la corte la

tesorería embargue los bienes del contribuyente, que no

considera suficientes para cubrir la deuda y, como en este

caso no operaría la suspensión del cobro, remate los bienes

del contribuyente. Pero, efectuado el remate, la corte de

apelaciones revoca la sentencia de primera instancia y

decide que el contribuyente nada debía al Fisco.

Pregunto a los estimados colegas, ¿quién le devuelve

al contribuyente los bienes que le fueron rematados en un

juicio ejecutivo que en definitiva carecía de causa, pues

los giros en que se basó correspondían a liquidaciones de

impuestos que fueron dejados sin efecto, por ejemplo, por

la corte de apelaciones?

Francamente, esta disposición exagera todos los

límites.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Arancibia.

 

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, temo que el

Diputado señor Prokuriça está leyendo el texto inicial de

la iniciativa. Esta cuestión fue planteada en la Comisión

en los mismos términos señalados por él, lo que motivó que

se suprimiera el embargo y se estableciera una norma más

general: la suspensión del cobro judicial cuando el

contribuyente garantice convenientemente, cuando constituya

caución o garantía.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Prokuriça.

El señor PROKURIÇA.- Señor Presidente, la explicación

del Diputado señor Arancibia mejora la situación, pero ¿qué

ocurre con el contribuyente que, a juicio del tesorero

regional, no cauciona bien la deuda o no tiene bienes?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En votación el N° 3.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 36 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 7

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Acuña, Arancibia, Ascencio, Balbontín, Ceroni, De la

Maza, Dupré, Elgueta, Encina, Estévez, Fuentealba, Gajardo,

Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Letelier (don Felipe),

Makluf, Matthei (doña Evelyn), Montes, Ojeda, Ortiz, Palma

(don Andrés), Pollarolo (doña Fanny), Rebolledo (doña

Romy), Seguel, Silva, Sota, Tohá, Tuma, Urrutia (don

Salvador), Valenzuela, Venegas, Viera-Gallo, Villegas,

Villouta y Zambrano.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

Álvarez-Salamanca, Errázuriz, Fantuzzi, Galilea,

Hamuy, Pérez (don Víctor) y

Valcarce.

 

-Se abstuvieron los siguientes señores Diputados:

García (don René Manuel), Hurtado,

Jürgensen, Prokuriça, Solís, Taladriz y

Vilches.

 

-Puestos sucesivamente en discusión y votación los

números 14, 15 y 16 y el artículo 4°, fueron aprobados por

asentimiento tácito.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).-. Corresponde discutir

el artículo 5°. Como estamos al término del Orden del Día,

tendremos que buscar un procedimiento para continuar

mañana.

 

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, suspenda los

proyectos de acuerdo.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- ¿Ha-bría acuerdo para

no tratar proyectos de acuerdo?

Acordado.

¿Habría acuerdo para suprimir Incidentes?

 

Un señor DIPUTADO.- No.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- No hay acuerdo.

Tiene la palabra el Diputado señor Tuma.

 

El señor TUMA.- Señor Presidente, manifesté mi

oposición a no tratar proyectos de acuerdo cuando hizo la

consulta. Lo que ocurre es que Su Señoría no miró hacia

este lado; por lo tanto, quiero que se respete mi derecho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se respetan los

derechos de todos los señores Diputados, pero hay que

expresarse oportunamente. No puedo volver atrás, ya que se

requiere de la unanimidad de la Sala.

 

En discusión el artículo 5°.

Tiene la palabra el Diputado señor Montes.

 

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero hablar a

favor del artículo 5° sobre la conveniencia de eliminar la

ley tapón.

La ley tapón, promulgada el 17 de julio de 1984,

otorga un beneficio a aquellos contribuyentes del IVA que

durante los últimos doce meses no se le determinen

diferencias de impuestos. En ese caso, el Servicio queda

inhabilitado para efectuar cobros anteriores a ese período.

Si hay diferencias, el Servicio de Impuestos Internos

recupera las facultades normales para este tipo de

situaciones, que pueden hacerse valer hasta tres años hacia

atrás cuando ha habido declaración y hasta seis años cuando

no la ha habido.

Quiero plantear cinco razones para derogar la ley

N°18.320 y, por ende, votar a favor del artículo 5°. Pero

antes, debemos tener presente que el Servicio de Impuestos

Internos estima una evasión tributaria cercana a 3 mil 300

millones de dólares. Dentro de esta estimación se

contemplan más de 1.400 millones de dólares

correspondientes a evasión del IVA.

¿Cuáles serían las razones para derogar esta

disposición? La primera, que la realidad económica de 1984,

cuando se promulgó esta ley, es muy distinta a la actual.

En ese entonces había un contexto económico delicado,

porque se venía saliendo de una fuerte crisis económica.

Esta ley se dicta para resolver la situación de

incumplimiento tributario, producto de la crisis económica

de 1982. Hoy, la situación económica es distinta y, por lo

tanto, no tiene ese fundamento.

En segundo lugar, creo que no debe premiarse el

cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de

los contribuyentes, sino que todos deben cumplir siempre y

no bajo ciertas condiciones. Por lo tanto, no hay

argumentos válidos para que el Fisco se imponga un período

de prescripción de sólo doce meses. Los que se benefician

con la ley que queremos derogar son aquellos contribuyentes

que están al límite de la ley, no los que cumplen

normalmente.

En tercer lugar, aquí hay una apropiación de impuestos

de retención. La disposición vigente, que queremos derogar,

permite a contribuyentes incumplidores apropiarse del IVA,

en circunstancias de que son sólo receptores intermediarios

de ese tributo.

Como sabemos, este impuesto recarga el valor de los

bienes o servicios. El que compra, el consumidor, paga el

impuesto, y el que vende está obligado a enterarlo en arcas

fiscales. Por lo tanto, no se trata de un impuesto a esa

persona, sino que ella es intermediaria, por lo cual en el

actual contexto económico no se justifica esa ley.

En cuarto lugar, el Servicio de Impuestos Internos no

tiene capacidad para revisar a todos los contribuyentes en

un solo año. Un contribuyente normal podría planificar su

comportamiento tributario sobre la base de un riesgo

calculado, dada la baja probabilidad de que le revisen su

situación, y apropiarse de los impuestos de retención,

debido a que el período de riesgo de cobro es sólo de un

año.

Esta situación se ha agravado en el último tiempo, por

la conducta que muestran algunos contribuyentes de cargar

gastos personales como compras de la empresa.

Para dar mayor fundamento a este argumento, quiero

señalar que en 1984 había 420 mil declaraciones de

impuesto; hoy alcanzan a 850 mil. Los contribuyentes del

IVA en 1984 eran 257 mil y hoy llegan a 570 mil; es decir,

se han incrementado en 121 por ciento. Los fiscalizadores

han pasado de 761, en 1984, a 923 en 1996, o sea, sólo han

aumentado en 21 por ciento.

Por último, quiero señalar que afecta limitar las

facultades del Servicio de Impuestos Internos, porque se

restringe la posibilidad de efectuar una operación de IVA

eficiente, con una adecuada planificación, sin pérdida de

tiempo y efectividad en la fiscalización.

Por lo anterior, reafirmo nuestro apoyo al artículo

5º, que deroga la ley Nº 18.320, e insisto en la necesidad

de que se aplique la norma general y que, por lo tanto,

cuando el Servicio de Impuestos Internos descubra alguna

irregularidad o quiera investigar hacia atrás, pueda

hacerlo, porque eso le permitirá enfrentar en forma

adecuada el tema de la evasión.

Repito las cifras que di al comienzo: las estimaciones

de evasión llegan a alrededor de 3.300 millones de dólares,

de los cuales 1.440 corresponden al IVA.

Este tema requiere abordarse con mucho rigor y

seriedad, pues la "ley tapón" hoy impide tratarlo en

profundidad.

Por eso, aprobaremos el artículo 5º.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Jürgensen.

 

El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, quiero

manifestar mi oposición al artículo 5º, que deroga la ley

Nº 18.320, porque esta normativa ha tenido un efecto

beneficioso: incentivar la regularidad en el pago mensual

del IVA, pues no permite investigar irregularidades más

allá de los doce últimos meses.

El mensaje sostiene que esta ley incentiva a burlar el

pago del IVA, pues genera la expectativa de sanear la

situación irregular mediante doce pagos consecutivos

posteriores.

En nuestra opinión, ello es bastante discutible. En

efecto, si se compara esta situación con la norma general,

ésta permite examinar las declaraciones de impuesto a la

renta de los tres últimos años y, en caso de detectar

irregularidades, examinar tres años más, es decir, seis

años en total. En este caso, se trata de pagos anuales, lo

que supone revisar tres períodos tributarios, hasta un

máximo de seis. Tratándose del IVA, se pueden revisar hasta

doce períodos tributarios. La ley que se propone derogar,

que es específica para el IVA, permite examinar doce pagos,

es decir, cuatro veces lo estimado adecuado por la regla

general del Código Tributario.

Si se aplicara el argumento que se da en el mensaje

para derogar la ley Nº 18.320, se podría llegar al absurdo

de pretender derogar el artículo 200 del Código Tributario,

porque el contribuyente, luego de tres o seis declaraciones

anuales, obtiene una situación tributaria saneada. Según

ese argumento, ello daría base para presentar una

declaración falseada, con la esperanza de sanear

posteriormente la situación en los plazos mencionados.

En algún momento, todas las obligaciones tributarias

prescriben, pues no deben existir derechos absolutos.

En la época de la dictación de la ley

Nº 18.320, se produjo un efecto positivo en el pago del

IVA, pues se incentivó la corrección tributaria para poder

acogerse a esta especie de prescripción de doce meses,

equivalente a doce períodos tributarios. Este incentivo

mantiene su vigencia, por lo que no parece conveniente

derogarlo.

Hay que agregar que mediante estas disposiciones se ha

contribuido a que Chile sea uno de los países líderes en

evitar la evasión tributaria.

Por lo expuesto, la bancada de Renovación Nacional

votará en contra del artículo 5º, que deroga la ley Nº

18.320.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Ortiz.

 

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, la ley que se

propone derogar es de 1984. Tal como recordaba el Diputado

señor Montes, se dictó ese año porque el país venía

saliendo de una crisis económica, financiera y bancaria.

El problema de fondo radica en que los actuales

beneficiarios no son los buenos contribuyentes, sino al

revés. En consecuencia, ¿por qué deberíamos siempre dar

todo tipo de garantías a los que están prácticamente al

borde de la ley en determinadas situaciones tributarias?

En una reunión efectuada días atrás en mi ciudad,

Concepción, a la cual fueron invitados todos los

parlamentarios de la zona, varios contribuyentes, con

antigua tradición en la ciudad, decían que lo más increíble

era que ellos, que están absolutamente al día en sus

tributos, nunca tienen garantías especiales, y que, de

repente, aparecen fortunas derivadas de situaciones de

excepción que, en el fondo, equivalen a una ley de amnistía

tributaria.

Dicha ley de amnistía tributaria, en relación con el

IVA, permite, en la práctica, que todos los años haya

chilenos que se echen al bolsillo 1.400 millones de

dólares, cifra que permitiría un sueldo extraordinario para

el magisterio o mejorar la renta de los empleados del área

de la salud de nuestro país. Sin embargo, ese dinero va a

otros bolsillos, debido a que se está haciendo uso de una

ley de 1984. Por ello, votaré a favor del artículo 5º, que

deroga la llamada "ley tapón".

Por otra parte, cuando escucho al colega Jürgensen

haciendo una legítima defensa de la ley, me hago la

siguiente reflexión: ¿Qué posibilidad damos a los servicios

fiscales de aumentar su personal, su presupuesto, para

estar en condiciones de aplicar la ley en el momento

oportuno, si cada día se quiere jibarizar más la

Administración Pública?

Como es un tema de profunda reflexión, creo que el

corazón de este proyecto misceláneo es demostrar de hecho y

dar una señal de que debe existir la posibilidad de

igualdad para los sectores más desposeídos y de que se

recauden estos 1.400 millones de dólares que están en manos

de un pequeño grupo de chilenos, la mayor parte al margen

de la ley.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Sabag.

 

El señor SABAG.- Señor Presidente, el objeto de la ley

Nº 18.320, que se pretende derogar, fue justamente dar un

incentivo tributario. Después de tantos años de vigencia,

no me cabe duda de que ha tenido gran éxito. Prueba de ello

es que hoy existe conciencia tributaria y preocupación por

cumplir con el pago de los impuestos.

El IVA corresponde a más del 50 por ciento de los

ingresos tributarios y Chile goza hoy de un prestigio que

no tiene ningún país latinoamericano en cuanto al

cumplimiento de estas obligaciones. Entonces, ¿por qué

derogar una ley que ha tenido éxito? ¿A quién se pretende

perjudicar nuevamente con esto? Al contribuyente abnegado,

cumplidor, que mensualmente paga sus tributos. Los que

eluden y se están llevando los 1.400 millones de dólares de

IVA no son los contribuyentes establecidos, sino los que

operan en el mercado negro. A ésos hay que perseguir, pero

para esos efectos no me vengan a decir que ha aumentado el

número de contribuyentes. Evidentemente que sí, pero

también los sistemas y los medios que tiene el Servicio de

Impuestos Internos para controlar. Antes no existía un

sistema de computación como el actual. Cuando los

contribuyentes timbran sus boletas, deben presentar toda la

documentación necesaria y son sometidos a revisión, es

decir, se está permanentemente con los ojos encima de

ellos.

Gracias a estos pequeños agricultores, comerciantes,

industriales, que dan trabajo, se recauda gran parte de los

ingresos del país. Ellos los recaudan e, incluso, muchas

veces cumplen funciones hasta de fiscalizadores. Esta ley

es para el contribuyente que cumple, no para los que

comenten delitos tributarios ni para los términos de giro,

pues el Servicio tiene atribuciones y facultades para

perseguirlos.

Al votar en contra de la derogación, pienso en los

miles y miles de comerciantes y contribuyentes que en forma

abnegada cumplen permanentemente con el pago de sus

tributos, los que, además, dan trabajo y mantienen el

crecimiento de nuestro país.

Una cosa más. Hace poco rato, se propusieron nuevas

fiscalizaciones, triples fiscalizaciones en la parte

sanitaria, tres organismos distintos. Ahora, se quiere

eliminar una disposición que sólo la usa el contribuyente

honrado.

Votaré en contra del artículo, porque estoy de acuerdo

en dotar de más personal al Servicio de Impuestos Internos,

pero en ningún caso en derogar esta garantía que los

contribuyentes honrados y correctos se han ganado durante

tanto tiempo.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra la

Diputada señora Rebolledo.

 

La señora REBOLLEDO.- Señor Presidente, parte de la

modernización del país consiste en asumir el pago de

impuestos como regla general. Por eso somos partidarios de

derogar la ley Nº 18.320, ya que, en la actualidad, sólo

otorga un año de plazo para fiscalizar el cumplimiento de

los contribuyentes en el pago del IVA, a diferencia de lo

que sucede con el resto de los impuestos, donde el tiempo

de la fiscalización abarca, por lo menos, hasta tres años.

En el país, existe una evasión de 1.400 millones de

dólares al año, recursos necesarios para resolver una

enorme cantidad de problemas sociales.

Los trabajadores de Chile pagan su IVA día a día por

el hecho de consumir; pero la gente de mayores ingresos,

que tiene oportunidad de acceder a actividades

empresariales, tiene la posibilidad de no enterar este

impuesto, a diferencia de la gran mayoría de los chilenos

que lo pagan puntualmente, sobre todo los de menores

recursos.

Para nosotros también es un tema de equidad: todos

deben pagar el IVA.

Asimismo, entendemos que en Impuestos Internos hay un

problema de déficit de fiscalización. Lo mejor que se puede

hacer al respecto es ampliar los plazos para fiscalizar el

buen cumplimiento del pago de este impuesto. Nada deben

temer los contribuyentes que actúan en forma correcta; los

que no lo han hecho, deberán cumplir adecuadamente con una

ley que es obligatoria para todos, la cual debe proceder

con la mayor responsabilidad.

La bancada del PPD, en su gran mayoría, aprobará la

derogación de la ley Nº 18.320.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Está inscrito para

hacer uso de la palabra el Diputado señor Andrés Palma;

pero, quizás, lo más adecuado sería dejar su intervención

para mañana, porque queda poco tiempo del Orden del Día.

 

El señor PALMA (don Andrés).- Alcanzo a intervenir en

el tiempo que reste.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Entonces, tiene la

palabra Su Señoría.

 

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, quiero

refutar a mi amigo, camarada y colega Hosain Sabag.

En realidad, su intervención parte con una afirmación

errónea. Esto no perjudica a los buenos contribuyentes. De

hecho, si existiera capacidad, los contribuyentes serían

fiscalizados todos los años. Es sabido, incluso por los

buenos contribuyentes, que es un problema tener a Impuestos

Internos metido dentro de una empresa. Si derogamos esta

ley, los contribuyentes serán fiscalizados una vez cada

tres años; es decir, las probabilidades de ser fiscalizado

se reducen a un tercio. Por lo tanto, la posibilidad de

tener al Servicio de Impuestos Internos metido en la

empresa, revisando los papeles, con las molestias que eso

significa, disminuye en un tercio.

Los malos contribuyentes saben que existe una alta

probabilidad de no ser fiscalizados, ya que ningún servicio

puede controlarlos a todos en un año. En consecuencia, se

la juegan a no cumplir, porque en el plazo de un año

quedarán libres de toda responsabilidad. Por lo tanto, esta

ley beneficia a los malos contribuyentes y perjudica a los

buenos, y creo que la Sala optará por beneficiar a estos

últimos.

Al mismo tiempo, quiero recordar que quienes tienen

intereses en la materia, de acuerdo con la Constitución y

la ley, deben inhabilitarse de votar.

He dicho.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- O sea, deberíamos

inhabilitarnos todos, porque pagamos el IVA.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde votar el

artículo 5º.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Pido la palabra.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- ¿Su Señoría desea

hacer uso de la palabra sobre la materia?

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Sí, señor

Presidente.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, no

puede ser, porque ha terminado el Orden del Día.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Tampoco se puede

votar si se acabó el tiempo del Orden del Día.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Quedará pendiente la

votación para mañana.

 

El señor LONGUEIRA.- Votémoslo hoy, señor Presidente.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, no lo

puedo poner en votación, porque el Diputado señor René

Manuel García me ha pedido la palabra, a lo cual debería

acceder porque tiene derecho a intervenir, pero se acabó el

tiempo destinado al Orden del Día, razón por la que el

proyecto seguirá tratándose en la sesión de mañana.

Tiene la palabra el Diputado señor

Longueira.

 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, como esta

materia es bastante polémica y se ha producido el debate,

sugiero que la Sala prorrogue el Orden del Día para que

pueda hablar el Diputado señor García y, en seguida, votar

el artículo.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Tohá.

 

El señor TOHÁ.- Señor Presidente, solicito que cite a

reunión de Comités para tratar este tema en forma rápida y

expedita.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se cita a reunión de

Comités y se suspende la sesión.

 

-Se suspendió la sesión.

 

-Transcurrido el tiempo de suspensión.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se reanuda la sesión.

Los Comités acordaron continuar tramitando el proyecto

el próximo martes.

 

-o-

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Tuma.

 

El señor TUMA.- Señor Presidente, solicito recabar la

unanimidad de la Sala para votar sin discusión el proyecto

de acuerdo

Nº 448.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- ¿Ha-bría acuerdo de la

Sala para votar el proyecto de acuerdo Nº 448?

No hay acuerdo.

 

-Por acuerdo adoptado durante el Orden del Día, se

suprimió el tiempo destinado a los proyectos de acuerdo.

 

PÉSAME POR VÍCTIMAS DE ACCIDENTE AÉREO EN PERÚ.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Elizalde.

 

El señor ELIZALDE.- Señor Presidente, solicito que al

inicio de la hora de Incidentes guardemos un minuto de

silencio en homenaje a las personas fallecidas en el

trágico accidente aéreo ocurrido hoy en Perú, entre los

cuales se encuentran muchos compatriotas y ciudadanos de

otros países.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- La Cámara está

conmocionada por las noticias que están llegando en este

momento sobre el accidente que ha tenido un avión de la

línea Aeroperú en esa nación hermana. Entendemos que hay

varios ciudadanos chilenos involucrados en él, por lo cual

la Corporación manifiesta su pésame y sentir a sus familias

y se hace cargo del dolor por lo ocurrido.

 

 

VII. INCIDENTES

 

CRISIS PALESTINO-ISRAELÍ.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En Incidentes, el

primer turno corresponde al Comité de la Democracia

Cristiana.

Tiene la palabra el Diputado señor Hamuy.

 

El señor HAMUY.- Señor Presidente, en estos últimos

años y luego de un largo tiempo, el proceso de paz en el

Medio Oriente parecía acercarse, por fin, a una concreción

definitiva; pero, como consecuencia de los graves

incidentes provocados por Israel en las últimas semanas, se

da al mundo la impresión de que aún estamos lejos de la

anhelada paz en esa región de la tierra.

La esperanza que se puso en la gestión de los últimos

gobernantes israelíes se ha diluido frente a la

intransigencia de su actual Primer Ministro, Benjamín

Netanyahu.

La comunidad internacional se encuentra hoy

sorprendida por graves hechos de violencia recientemente

acontecidos en el Medio Oriente, lo que está poniendo en

serio riesgo todo el proceso de paz iniciado entre el

pueblo palestino e Israel, los cuales han desembocado en

sangrientos enfrentamientos, que han dejado un doloroso

saldo de más de 80 muertos y aproximadamente mil heridos.

Como sabemos, el detonante de la actual crisis fue la

construcción de un túnel bajo la mezquita de Al Aska, lo

que constituye una agresión y ofensa a los sentimientos y a

la fe del pueblo árabe-musulmán. El túnel, próximo a la

explanada de las mezquitas en Jerusalén Oriental, no es

sólo un hecho puntual, sino que plantea la situación de

fondo en Jerusalén, ya que, según los acuerdos alcanzados,

el problema de la Ciudad Santa debe ser negociado entre

Israel y la autoridad palestina.

La tensión así creada por la nueva autoridad

israelita, claramente transgrede los acuerdos que prohíben

la edificación de nuevos asentamientos, la expropiación de

territorios palestinos y el cierre de la ciudad de

Jerusalén.

La violencia se origina en el incumplimiento, por

parte del actual gobierno de Israel, de los compromisos de

paz contraídos en la histórica reunión de Oslo.

El cuadro anteriormente descrito indudablemente se ve

agravado por haber transcurrido ya la fecha límite del

redespliegue y evacuación de las tropas israelíes en

Cisjordania, para entregar a la autoridad palestina el

control de las nuevas zonas comprometidas por los acuerdos

de paz.

Por otra parte, la ciudad de Hebrom, una de las más

importantes de Cisjordania, que debió ser evacuada en marzo

por las tropas israelíes, continúa ocupada por Israel,

contrariando todo sentido social y político, ya que tiene

una población de sólo 450 colonos judíos, en medio de 120

mil palestinos residentes en la ciudad, agravado esto -como

he dicho- por el incumplimiento del acuerdo que ordena el

retiro de las tropas israelíes.

La creación del Estado palestino se encuentra

bloqueada al no existir libre circulación entre Cisjordania

y la franja de Gaza, como lo estipula el acuerdo.

Además, es necesario tener en cuenta que la paz del

Medio Oriente, inevitablemente, pasa por un acuerdo con

Siria, lo que significa la devolución de las alturas del

Golán y el retiro de las tropas israelíes de la zona que

ocupa en El Líbano. Las conversaciones con este objeto

están suspendidas precisamente debido a las tensiones

provocadas por Israel.

Para una solución definitiva de los problemas del

Medio Oriente, Estados Unidos de América y las grandes

potencias deben asumir sus responsabilidades y ser

consecuentes con su calidad de garantes de compromisos

internacionales tan importantes como éstos.

La situación hace urgente e imperativo este

cumplimiento para que el proceso de paz siga su curso y no

sea detenido por el nuevo gobierno de Israel.

El pueblo palestino ha tenido miles de mártires en su

larga lucha por su independencia. Hoy, bajo la dirección de

su líder, Yasser Arafat, mira confiado su destino, ya que

la violencia, el odio y la fuerza nunca podrán detener las

legítimas ansias de libertad del hombre.

Toda la humanidad es testigo de cómo los que se creen

invencibles han caído, como cayó el muro de Berlín, vencido

por la fuerza del espíritu.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

INTENTO DE SOBORNO EN MUNICIPALIDAD DE RANCAGUA. Oficios.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Elizalde.

 

El señor ELIZALDE.- Señor Presidente, hoy. desde esta

tribuna, quiero rendir homenaje al alcalde de la comuna de

Rancagua, don Esteban Valenzuela, quien dijo ayer:

"Queremos demostrar que la política es limpia; que las

autoridades estamos alertas para denunciar actos de

corrupción y, a la vez, que esta situación sirve para hacer

un llamado a los empresarios a que inviertan sin miedo."

Señor Presidente, quiero que, en mi nombre, se oficie

al Consejo de Defensa del Estado para que se haga parte en

el proceso incoado en el Primer Juzgado del Crimen de

Rancagua, y al señor Presidente de la Corte Suprema, la

designación de un ministro en visita. A su vez, voy a

solicitar un abogado para que me represente en ese proceso,

en mi calidad de ciudadano.

La denuncia de ayer, en momentos en que el país se

apronta a realizar elecciones municipales, implica una

agravación, ya que una empresa privada declara que ha

comprado o coimeado a alcaldes de la zona norte y oriente

de Santiago. Dicha situación, que aparece en la prensa de

hoy, hace necesario que el mencionado proceso sea de corto

plazo. ¡Aquí quiero ver si la justicia actúa con la

prontitud que corresponde! Porque grave y delicado sería

que en el resultado electoral del 27 del presente nos

encontrásemos con alcaldes corruptos, que se han vendido a

empresas particulares para entregar servicios municipales.

Me parece que la Cámara, en forma unánime, debe

respaldar la actitud asumida por el alcalde señor Esteban

Valenzuela, por cuanto, en lugar de haber aceptado

ofrecimientos que normalmente permanecen en la oscuridad,

ha preferido la actitud limpia, honesta y honrada de miles

de políticos del país que estamos en esta actividad para

defender efectivamente los intereses de las comunidades de

personas.

Hombres como él prestigian la política chilena, pero,

en la misma forma, asumidas ya las responsabilidades y

entregadas las grabaciones con nombres de alcaldes, dichos

nombres deben ser publicitados para que la gente no vote

por ellos, porque, en la medida en que así lo hagan,

estaremos, lamentablemente, corrompiendo más la actividad

pública, que en el país necesitamos prestigiar.

Una vez más, reitero que todos los oficios sean

enviados, en mi nombre, a las autoridades mencionadas.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se oficiará

en la forma solicitada por Su Señoría, con la adhesión de

los Diputados señores Seguel, Hamuy, Kuschel, Urrutia, don

Raúl; Ferrada, García, don René; Valcarce y Jürgensen.

 

SITUACIÓN DE LOCATARIOS DEL MERCADO MUNICIPAL DE VALPARAÍSO

CON MOTIVO DE REMATE DEL INMUEBLE. Oficios.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el tiempo

del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el

Diputado señor Raúl Urrutia.

 

El señor URRUTIA (don Raúl).- Señor Presidente, el

candidato de mi partido a concejal por Valparaíso, don

Sergio Torres, me ha informado acerca de la situación

angustiante que afecta a los locatarios de la Asociación

Gremial de Comerciantes del Mercado Puerto, ya que el

Concejo ha ordenado que, con fecha 10 de octubre del

presente, se saquen a remate público los locales y

edificaciones del mercado municipal, tradicional inmueble

que se ha constituido en patrimonio de la ciudad de

Valparaíso. Dichos locales se rematarán a un precio

inalcanzable para sus locatarios, quienes verán

dramáticamente frustrados los esfuerzos de años y

generaciones mediante un procedimiento en el cual un

tercero podría adjudicarse el edificio entero para un uso

diverso del actual, quedando, de un día para otro, más de

300 familias en la calle.

Señor Presidente, hago notar lo injusto del

procedimiento seguido por el municipio porteño, por cuanto

con él se demuestra que sólo le interesa el dinero y no se

bonifica ni se ha tomado en cuenta para nada el esfuerzo

que durante años han entregado esas humildes familias a la

ciudad de Valparaíso.

Mi partido, Renovación Nacional, como siempre lo ha

sostenido, está con la gente de trabajo, y no podemos hacer

menos que denunciar esta triste situación que aqueja a

familias porteñas que conocemos desde hace años, derivada

de esa resolución del actual concejo de Valparaíso que está

próxima a concretarse. Dicho concejo, que en los años en

que ha funcionado nunca se preocupó del entorno del mercado

municipal, ahora pretende vender sus locales a precios

fuera de mercado, irreales y desproporcionados, a familias

humildes que no tienen acceso a créditos bancarios de

ninguna especie, todo lo cual lleva a una espiral en la

cual sólo el que tenga dinero el día del remate podrá

acceder a un edificio completo, concretándose con ello un

procedimiento ilógico.

Consta de las actas municipales que se entregaron

nueve millones de pesos para tasar el mercado municipal,

cifra exorbitante para un trabajo que se hizo desde una

oficina y no desde el lugar mismo, lo cual puede

preguntarse a los propios comerciantes que están hoy aquí,

si es que acaso a alguien pudiera caberle alguna duda.

Por eso, solicito que, en nombre de la bancada de

Diputados de Renovación Nacional, se envíe un oficio al

Ministro del Interior, a fin de que solicite al alcalde de

Valparaíso que informe en el más breve plazo y entregue

toda la documentación relativa a ese procedimiento que

tiende a desmantelar una fuente de trabajo para más de 800

personas, lo cual sólo ayudará a aumentar la funesta cifra

de desempleo que afecta a esta comuna y a la región.

También solicito que se oficie al Ministro de Hacienda

para que el Director del Servicio de Impuestos Internos

informe, también en el más breve plazo, sobre los montos de

tasación y el avalúo fiscal de cada una de las

edificaciones y locales comerciales del Mercado Municipal

de Valparaíso, como asimismo, explique el método de cálculo

de la mencionada tasación y del avalúo fiscal.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se oficiará

en la forma solicitada por Su Señoría, con la adhesión de

los Diputados señores Kuschel, García, don René Manuel; y

Valcarce.

 

ALCANCE A INTERVENCIÓN SOBRE CRISIS PALESTINO-ISRAELÍ.

Oficio.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor García, don René Manuel.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente,

por su intermedio, concedo medio minuto al Diputado señor

Tuma.

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Entiendo que

el tiempo del PPD todavía no corresponde; por lo tanto, Su

Señoría concede tiempo de su Comité.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Así es, señor

Presidente.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Muy bien.

Tiene la palabra el Diputado señor Tuma con cargo al

tiempo del Comité de Renovación Nacional.

 

El señor TUMA.- Señor Presidente, el Diputado señor

Hamuy intervino en relación con los acontecimientos

ocurridos en el Medio Oriente.

Solicito que, al respecto, se oficie, en mi nombre, al

Ministro de Relaciones Exteriores para hacerle presente la

preocupación de la Corporación por los graves hechos de

violencia que afectan las zonas de Gaza y Cisjordania.

Asimismo, que, en uso de sus atribuciones, encomiende al

Embajador de Chile ante las Naciones Unidas que represente

al Consejo de Seguridad la preocupación del gobierno

chileno ante dicha situación y que esa entidad promueva las

acciones necesarias para asegurar el respeto irrestricto y

la implementación de los acuerdos de paz alcanzados entre

los pueblos de Israel y Palestina.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se oficiará

en la forma solicitada por Su Señoría.

 

REITERACIÓN DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE EL METRO Y

FERROCARRILES DEL ESTADO. Oficio.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor René Manuel García.

 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente,

he tomado conocimiento del oficio ordinario Nº GT 1682, de

25 de agosto del presente año, mediante el cual el señor

Subsecretario de Transportes da respuesta al oficio Nº 458

de esta Honorable Cámara de Diputados. El referido oficio

fue motivado por mi solicitud del 16 de mayo de 1996.

Al respecto, estimo relevante intervenir en esta

audiencia con el objeto de reclamar por la gran tardanza en

contestar. Además, en el oficio se responde sólo una parte

de la consulta; es decir, es una respuesta a medias y es

preciso solicitar aclaración sobre ciertos conceptos e

informaciones que allí se entregan y que, en mi opinión,

son inexactos o, cuando menos, engañosos.

En efecto, el señor Subsecretario no responde las

consultas referidas al Metro S.A. sino sólo a la Empresa de

los Ferrocarriles del Estado.

En el punto 2 de su oficio señala que la información

corresponde al 1 de julio de 1996, con lo que evidentemente

vulnera el espíritu de nuestra presentación, dado que los

antecedentes que se requirieron no sólo debieron ser los de

la fecha indicada, sino abarcar el período anterior.

La información enviada es puntual y omite dar cuenta

sobre el lapso comprendido entre octubre de 1993 a la

fecha, que es de nuestro interés verificar, basados en la

información de que disponíamos al solicitar el oficio en

cuestión, que se refiere precisamente a ese período.

Nuestra petición tenía por objeto el informarnos sobre

materias y situaciones actuales y anteriores, con el fin de

contribuir al perfeccionamiento de las instituciones

públicas, corregir vicios y prevenir acciones irregulares,

en especial, sobre los manejos financieros de los flujos de

dinero de caja que manejan ambas empresas.

Para conocimiento de la Sala, la información de la

Empresa de los Ferrocarriles del Estado que obra en nuestro

poder, se refiere a que desde que se instaló su directorio,

después de la dictación de la nueva ley del servicio,

varios de sus integrantes, y en distintas épocas, han

percibido honorarios, por parte de la misma empresa, que no

dicen ninguna relación con sus dietas y sin que tengan otra

justificación, en nuestra opinión, que no sea aquélla de

mejorarles su situación económica, vulnerando el claro y

evidente espíritu de la ley, a tal punto que los mismos

directores aprueban sus propios contratos a honorarios,

incumpliendo su obligación de administrar, resguardando con

prescindencia propia, en este caso, los intereses del

Estado.

Tanto asidero tiene nuestra argumentación que ya no

sólo nuestra bancada está preocupada e impresionada por los

montos y forma en que se han pagado esos honorarios

especiales, sino que la propia Contraloría General de la

República ha oficiado informando que el modo de administrar

de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado resulta

contrario a su ley orgánica, a la ley sobre sociedades

anónimas y a su reglamento, que también la regulan.

En mérito de lo anterior, pido que se remita un nuevo

oficio al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a

través del cual se relacionan el Metro S.A. y la Empresa de

los Ferrocarriles del Estado con el Ejecutivo, solicitando

información clara, detallada y precisa sobre lo siguiente:

lº. Todos los antecedentes solicitados con respecto al

Metro S.A.

2º. Forma en que se manejan los excedentes de caja,

tanto en el Metro S.A. como en la Empresa de los

Ferrocarriles del Estado.

3º. Lista de asesores de dichas empresas.

4º. Si algún miembro actual o pasado del directorio de

la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, incluso los

directores laborales, percibe o percibió algún honorario

de la misma empresa o de algunas de sus coligadas o

filiales. En el caso de que se hubiesen suscrito

contratos de honorarios, solicitamos que se envíen sus

copias, así como las de los respectivos trabajos

realizados.

5º. Se informen los nombres de las personas que han

conformado y que hoy conforman los actuales directorios

de las empresas filiales o coligadas de Ferrocarriles del

Estado y el monto que se paga por cada una de sus dietas.

6º. Se informe si algún director es funcionario de la

empresa; si administra bienes de la misma y si en este

contexto cumple y en qué forma las funciones que impone

su contrato de trabajo.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviará

el oficio en la forma solicitada por Su Señoría.

 

PRECISIONES SOBRE PROPAGANDA ELECTORAL. Oficios.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Valcarce.

 

El señor VALCARCE.- Señor Presidente, ¿cuánto tiempo

le resta a mi Comité?

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Seis

minutos, señor Diputado.

 

El señor VALCARCE.- Señor Presidente, con su venia,

concedo una breve interrupción al Diputado señor Sabag.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Será con

cargo al tiempo de su Comité, señor Diputado.

Tiene la palabra el Diputado señor Sabag.

 

El señor SABAG.- Señor Presidente, hechos respecto del

proceso electoral ameritan una aclaración o pronunciamiento

de las autoridades pertinentes.

En la comuna de Quillón, carabineros han cursado

partes a vecinos, incluso en sectores rurales, por tener

propaganda al interior de sus propiedades antes del inicio

de la campaña, que partió el 28 de septiembre.

Carabineros ha aplicado el artículo 32 de la ley Nº

18.700. Sin embargo, esa disposición señala que está

prohibida la propaganda treinta días antes de cada elección

en el exterior y en los lugares públicos que señala

expresamente.

Se han cursado partes a don Rosendo Contreras Vargas,

el 10 de septiembre; a don Federico Machuca, el 11 de

septiembre, y a don Pedro Juan Vargas Vargas, el 11 de

septiembre, personas jubiladas, que tenían la propaganda

150 metros al interior de sus propiedades.

Carabineros, sin el consentimiento de nadie, violó los

domicilios e ingresó a dichas propiedades para sacar la

propaganda. Creo que es un hecho abusivo, por decir lo

menos.

Me interesa conocer la aclaración oficial del

Ministerio del Interior y de la Dirección General de

Carabineros, porque no comprendo cómo funcionarios pueden

cometer barbaridades e irregularidades de esta especie,

especialmente en comunas pequeñas, donde, por lo general,

se comete este tipo de abusos.

Por lo tanto, solicito que se oficie al Ministro del

Interior y al General Director de Carabineros, a fin de

saber si se ha impartido alguna instrucción en este aspecto

y qué disposiciones legales estiman que se estarían

violando al tener propaganda al interior de propiedades.

Por otra parte, quiero que se aclare algo respecto del

perifoneo, porque en algunas comunas se autoriza y en otras

no. ¿Quién autoriza y qué reglamentación se infringe cuando

alguno de los candidatos hace uso de estos derechos?

A la vez, quiero saber -lo hemos visto en Santiago-

por qué, en pleno período electoral, algunos municipios

mandan a retirar la propaganda que colocan diversos

candidatos.

Los tres aspectos que he señalado ameritan un

pronunciamiento categórico de parte de las autoridades.

Por último, agradezco al Diputado señor Valcarce la

interrupción que me ha concedido.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría, a través de los

ministerios respectivos, con la adhesión de los Diputados

señores Valcarce y Kuschel.

 

DIFICULTADES PARA INSTALAR SALAS CUNA. Oficio.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Valcarce.

 

El señor VALCARCE.- Señor Presidente, hace meses, se

legisló respecto de salas cuna para complejos comerciales

administrados bajo una misma razón social o personalidad

jurídica.

La ley Nº 19.408 obliga a todas las ferias comerciales

que existen a lo largo del país a tener salas cuna cada vez

que existan más de veinte mujeres trabajando en ellas, pero

su aplicación presenta problemas.

En la ciudad de Arica, que está bastante deprimida

económicamente, hay más de diez ferias, pero los pequeños

empresarios venden alrededor de 300 ó 400 mil pesos

mensuales, lo que hace imposible mantener una sala cuna.

Con esta situación, la única perjudicada es la mujer que

tiene hijos, porque si la Dirección del Trabajo continúa

fiscalizando esta exigencia, habrá despidos masivos en las

próximas semanas.

Por lo tanto, por intermedio del Ministerio del

Trabajo, solicito que se oficie a la Dirección del Trabajo

para que haga un análisis respecto del espíritu de la ley

Nº 19.408, cuya aplicación, según tengo entendido, era para

las grandes empresas tipo mall, como Alto Las Condes,

porque los pequeños empresarios no son capaces de solventar

los gastos correspondientes.

Debe aclararse la fiscalización que está haciendo la

Dirección del Trabajo y precisarse qué se entiende por

personalidad jurídica única y razón social única.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviará

el oficio en la forma solicitada por Su Señoría.

 

ANTECEDENTES SOBRE REINICIO DE OBRA EN CAMINO DE MAULLÍN A

CARELMAPU, Y SERVICIO DE FERROCARRILES A PUERTO MONTT.

Oficios.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Resta un

minuto al Comité de Renovación Nacional.

Tiene la palabra el Diputado señor Kuschel.

 

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, pido que se

oficie al Ministro de Obras Públicas para que informe del

estado de avance de las gestiones legales y judiciales para

reiniciar la obra de pavimentación asfáltica del camino de

Maullín a Carelmapu. Debió haber estado concluida el 12 de

abril, pero debido a una situación legal pendiente fue

suspendida, por lo que no se va a aprovechar ni la

primavera ni posiblemente el verano para concluir los

trabajos.

También pido que se oficie al Ministro de Transportes

para que informe en qué condiciones va a funcionar durante

el próximo verano el ferrocarril hasta Puerto Montt -si

funciona-, ya que Puerto Montt se ha convertido en "ramal"

de Temuco.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se oficiará

en la forma solicitada por Su Señoría, a los ministros

respectivos.

En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata

Independiente, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

CONCENTRACIÓN E INTEGRACIÓN VERTICAL EN LA INDUSTRIA

ELÉCTRICA. Oficios.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el tiempo

del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra

el Diputado señor Jara.

 

El señor JARA.- Señor Presidente, me referiré a la

concentración e integración vertical que se dan en la

industria eléctrica.

En el país existen dos mercados eléctricos de

importancia, correspondientes a los sistemas

interconectados del norte grande y del centro. Además,

existen los pequeños sistemas australes aislados de la

Undécima y Duodécima regiones.

En el sistema interconectado del norte grande los

avances para promover la competencia han sido

satisfactorios. Las privatizaciones de Edelnor y de la

Central Tocopilla permitieron no sólo incorporar nuevos

actores a la generación, sino también desconcentrar el

sistema de transmisión y separar la generación de la

transmisión.

En los sistemas aislados del sur de la Undécima y

Duodécima regiones se da una integración vertical. Así, en

la Undécima Región, Edelaysen S.A. concentra las

actividades de generación, transmisión y distribución de

electricidad. Lo mismo ocurre en la Duodécima Región, en

que la empresa Edelmag S.A., de propiedad privada,

concentra también las tres actividades recién mencionadas.

Esta situación es resultado del muy pequeño tamaño de

estos sistemas, de modo que en ellos este cuadro -que sería

perverso en otros sistemas- resulta ser óptimo, tanto desde

el punto de vista técnico-económico como social.

Lo preocupante es la situación que se presenta en el

sistema interconectado central, que es el mercado más

importante del país, por cuanto abastece de energía

eléctrica desde la Tercera hasta la Décima Región, donde

habita el 93 por ciento de la población de nuestro país. En

este sistema existe un cuadro de concentración e

integración en todos los niveles de la industria eléctrica;

es decir, en la generación, transmisión y distribución.

Veamos: en cuanto a la generación, el sistema

interconectado central está dominado por Endesa, que

representa el 65 por ciento del mercado; Chilgener, el 20,

y el resto, Colbún Machicura. Por ello, la venta de Colbún

a un tercer generador, que no sea Endesa ni Chilgener y

tenga capacidad para invertir, de aquí al año 2007, no

menos de 1.500 millones de dólares, es fundamental para

facilitar la participación de otro actor fuerte en la

generación y mejorar la competencia en el sector.

Pero, en verdad, es en la transmisión donde se dan

condiciones de monopolio natural y en esta actividad es

donde la concentración es casi absoluta.

En la transmisión, la empresa Transelec, subsidiaria

de Endesa, controla más del 90 por ciento de la actividad.

Sin ánimo de querella, es preciso señalar con claridad

que la privatización de Endesa por el régimen militar

significó crear una situación monopólica dominante, casi

incontrarrestable en el sector de la energía eléctrica del

país, en tanto permitió y facilitó a una sola empresa

privada la integración vertical en los niveles de

generación, transmisión y distribución.

Es claro que en ese proceso privatizador no se tuvo en

cuenta el interés del país, pues, si así hubiese sido,

jamás se habrían privatizado las instalaciones de

generación de Endesa sin antes subdividirlas, lo que

hubiera permitido incorporar variados actores al mercado

eléctrico de la generación, facilitando así que en él se

dieran las condiciones de una sana competencia.

Pero, peor aún que lo anterior resultó ser la

privatización de las instalaciones de transmisión de

Endesa, en conjunto con las de generación. Primero, porque

era evidente que las líneas de transmisión no debieron ser

privatizadas, pues constituyen un monopolio natural, y en

lo conceptual y en la práctica, los sistemas de transmisión

de electricidad deben considerarse como bienes nacionales

de uso público. Pero, por último o, a lo menos, en caso de

no haberlas considerado así, la privatización de las líneas

de transmisión debió haberse hecho en forma separada de la

generación, con el objeto de garantizar con ello el

incremento de la competencia en la generación y promover

también la competencia en la distribución.

Sería bueno que quienes se dicen campeones de la

competencia, que promovieron y privatizaron Endesa, le

explicaran al país por qué crearon condiciones que impiden

una sana competencia en la generación, por cuanto no está

garantizado el libre acceso a las líneas de transmisión.

En efecto, ello es así porque la principal empresa

generadora -Endesa- es también dueña de las líneas de

transmisión, y a través del precio del peaje, que no está

regulado, controla y discrimina el ingreso de otras

empresas generadoras.

Esto es lo que ocurre con Colbún-Machicura, que paga

el 60 por ciento de los costos de capital, operación y

mantenimiento de las líneas de transmisión, en

circunstancias que sólo ocupa el 30 por ciento de ellas.

Por ello, Colbún-Machicura, que no pudo concordar con

Transelec el precio del peaje, se vio obligada a construir

sus propias líneas de transmisión para la Región

Metropolitana, lo que es una aberración y un gran costo

social que, en definitiva, paga el país y los usuarios; es

decir, por un interés privado monopólico se subutiliza una

infraestructura social y productiva, y el país no aprovecha

una economía de escala propia de esa actividad.

Pero es más. En la práctica, existe una completa

integración vertical de la industria eléctrica, si se

analiza lo que ocurre en el nivel de la distribución.

En efecto, el grupo Enersis es propietario de la

principal empresa distribuidora eléctrica del país,

Chilectra Metropolitana S.A., que concentra el 40 por

ciento del mercado de la distribución y, además, es dueña

del 25 por ciento de las acciones de Endesa, lo que le

permite controlar el 50 por ciento de su directorio.

Así, a través de Endesa, que controla el 65 por ciento

de la generación eléctrica y el 90 por ciento de la

transmisión, y de Chilectra Metropolitana, que controla el

40 por ciento de la distribución, existe una grave

concentración y, en la práctica, una completa integración

vertical en la industria eléctrica en manos de Enersis.

Si a esto agregamos que en la privatización de Endesa

se incluyeron también los derechos de aprovechamiento de

las aguas, tenemos que, en la práctica, se deja entregado

sólo al sector privado, específicamente a Endesa, el

desarrollo de los principales proyectos hidroeléctricos

futuros, por cuanto dicha empresa es también propietaria

del 77 por ciento de los mejores recursos hidroeléctricos

del país.

En suma, esto nos lleva a considerar que en la

industria eléctrica nacional existe una concentración e

integración vertical casi absoluta, que genera una

situación de poder e influencias casi incontrarrestables

del grupo Enersis. Esta es una situación perversa que deja

al Estado en condiciones de extrema debilidad para regular

el sector y, por cierto, es nefasta desde los puntos de

vista técnico-económico y social.

Este cuadro afecta a todos los usuarios, porque incide

en la fijación de las tarifas a nivel de distribución, la

cual es efectuada mediante estudios realizados tanto por la

autoridad como por las propias empresas, ponderados en dos

tercios los de la primera, y en un tercio los de las

empresas. Esta situación se ha traducido en que los

resultados de ambos estudios tarifarios sean cada vez más

divergentes, ya que, en la práctica, la ley permite a las

empresas incrementar sus ganancias por la vía de la simple

exageración de costos en sus propios estudios. El problema

es cómo poder revertirla, por cuanto es enteramente

inconveniente.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, su tiempo ha terminado.

Le ruego redondear su idea.

 

El señor JARA.- El Comité Socialista me cedió su

tiempo, señor Presidente.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En ese caso,

puede continuar en el turno de ese Comité.

 

El señor JARA.- Gracias, señor Presidente.

Decía que el problema es cómo revertir esa situación,

que es inconveniente para el desarrollo del sector y para

los intereses generales del país y de los usuarios.

A mi juicio, lo primero que se debe hacer es recuperar

la condición de bien nacional de uso público de las líneas

de transmisión y reconocer el carácter de monopolio natural

de esta actividad. Eso posibilitará la regulación del

precio del peaje por la utilización de esas líneas,

garantizándose así el libre e igualitario acceso a las

líneas de transmisión.

Otra alternativa sería permitir el acceso a la

propiedad de las líneas de transmisión a todas las empresas

generadoras, presentes y futuras.

En cuanto a la integración vertical de Enersis a

través de Chilectra Metropolitana y Endesa, nos parece del

todo urgente y nece-sario que se investigue y se tomen

medidas por parte de los organismos antimonopólicos, a

propósito de los hechos que en este momento conocen.

Respecto de las tarifas, dado el nivel de

concentración e integración de la industria eléctrica, no

debe haber precios libres y, por tanto, hay que regular el

de todos los consumidores, aun los de una capacidad instala-

da superior a los 2 mil kilowats, porque ellos condicionan

los regulados. Además, se debe modificar el actual sistema

de fijación de tarifas, que pondera en un tercio los

estudios que presentan las empresas.

Por lo anteriormente expuesto, pido que se remita el

texto de mi intervención al Ministro Presidente de la

Comisión Nacional de Energía, con el objeto de que informe

y exponga su opinión sobre las medidas adoptadas en

relación con lo expuesto y, asimismo, que se requiera a la

Fiscalía Nacional Económica un informe sobre la situación

de con-centración e integración de la industria eléctrica

nacional.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviarán

los oficios en la forma solicitada por Su Señoría.

Queda un minuto al Comité del Partido Socialista.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

Por haberse cumplido con el objeto de la sesión, se

levanta.

 

-Se levantó la sesión a las 14.33 horas.

 

 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

 

